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presentación

En este número 38 de la colección Diálogos en dh, que 
publica la Comisión de Derechos Humanos del Estado 
de México, se desarrolla el tema de la energía, como un 
derecho humano reconocido tanto por la Constitución fe-
deral como por los tratados internacionales en materia de 
derechos humanos.

Es importante para esta Comisión que se destaque la 
importancia que tiene el acceso a la energía en la vida de 
las personas, ya que es un elemento indispensable para ga-
rantizar la dignidad humana y el mínimo vital o existencial 
para el pleno goce de todos y cada uno de los derechos 
humanos.

El derecho humano al acceso a la energía eléctrica 
forma parte de un conjunto de derechos humanos cons-
titutivos del denominado bloque de constitucionalidad, 
cuya conformación tutela la satisfacción y protección de 
diversas prerrogativas que, en conjunto o unidad, forman 
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la base o punto de partida desde la cual el individuo cuenta 
con las condiciones mínimas para desarrollar un plan de 
vida autónomo y de participación en la vida democrática 
del Estado, por lo que se erige como un presupuesto del 
Estado democrático de derecho, pues si se carece de este 
mínimo básico, las coordenadas centrales del orden cons-
titucional carecen de sentido.

Por ello, la Comisión de Derechos Humanos del Esta-
do de México ha aprobado la publicación de este volumen 
en el cual escriben doce personas autoras, quienes pun-
tualizan la utilidad y la necesidad de contar con energía 
eléctrica como un presupuesto indispensable para la vida 
humana. Asimismo, destacan las diferentes problemáticas 
para acceder a la energía eléctrica, especialmente por par-
te de personas o grupos vulnerables.

El acceso a la energía es esencial para la vida de las 
personas debido a que en la actualidad son pocas las acti-
vidades y tareas que se realizan sin su utilización. Entre las 
aplicaciones que tiene en la vida diaria de los seres huma-
nos podemos mencionar la iluminación de la vivienda, el 
acceso a Internet, poner en marcha un electrodoméstico 
como la licuadora, el horno de microondas, la lavadora, la 
cafetera, cargar el teléfono celular, encender la radio o una 
pantalla, etcétera.

Incluso, hoy en día se da paso para priorizar la utiliza-
ción de la energía en el transporte, tanto el público como 
el particular, y un menor uso de energías fósiles, por ello 
es que observamos un gran desarrollo de autos eléctricos 
o híbridos, metros eléctricos y trenes eléctricos, entre 
muchos otros medios de transporte que utilizan energía 
eléctrica.
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El acceso a la energía eléctrica presenta varias carac-
terísticas, ya que, además de considerarse como un de-
recho humano, también es un servicio público que debe 
de garantizar el Estado. Según lo dispuesto en el artículo 
27 de la Constitución federal, al Estado le corresponde la 
planeación y el control del sistema eléctrico nacional, así 
como la prestación del servicio público de transmisión y 
distribución de energía eléctrica, el cual no podrá conce-
sionarse, es decir, que no podrá prestarse por particulares, 
por tener el Estado el monopolio.

Asimismo, según estadísticas del INEGI, hoy en día la 
mayoría de las personas viven en las grandes ciudades, ám-
bitos geográficos en los que se concentran considerables 
conglomerados de personas, cuyo funcionamiento óptimo 
requiere de grandes cantidades de vatios, que, en el caso 
de México, son suministrados por la Comisión Federal de 
Electricidad.

En ese sentido, el suministro de energía eléctrica es 
parte fundamental de la infraestructura urbana, ya que 
permite el buen funcionamiento de la propia ciudad, lo 
cual garantiza la realización de las actividades de las per-
sonas y asegura el disfrute de diferentes derechos huma-
nos tales como la movilidad, la seguridad pública, el me-
dio ambiente sano, la salud, entre muchos otros. 

En cuanto a la utilización de la energía eléctrica en los 
ámbitos individual y familiar de las personas, es necesaria 
para la garantía del derecho humano a la vivienda y sus 
derechos componentes. Podemos destacar que la Obser-
vación general número cuatro de la Organización de las 
Naciones Unidas de 1991 reconoció el derecho a la ener-
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gía como uno de los elementos necesarios para disponer 
de una vivienda adecuada.

Así, tanto la Observación general número cuatro 
como el objetivo de desarrollo sostenible número 7 po-
nen especial énfasis en la disponibilidad de energía eléc-
trica, servicios materiales, instalaciones e infraestructura, 
asequibilidad y habitabilidad, para garantizar el derecho a 
la vivienda.

Durante esta gestión se seguirá cumpliendo con lo 
señalado en la Constitución federal y la del Estado de 
México, en el sentido de promocionar todos los derechos 
humanos que reconoce nuestro sistema jurídico.

Víctor Leopoldo Delgado Pérez
Presidente de la codhem
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El derecho a la energía: 
un enfoque para comunidades 
remotas en México

Isael Fierros González*

Introducción

Este trabajo inicia con un análisis del acceso desigual a 
la electricidad en el plano internacional. Posteriormente, 
se presentan indicadores y metodologías para medir esta 
privación, y se incluye un estudio de caso para los grupos 
indígenas que viven en localidades remotas. Finalmente, 
se discuten implicaciones de política pública orientadas a 
garantizar el acceso universal a la energía eléctrica como 
parte de una estrategia integral para erradicar la pobreza.

*	 Doctor en Economía por la Universidad Nacional Autónoma de Mé-
xico; profesor-investigador de la Universidad Autónoma del Estado de 
Quintana Roo, Chetumal, México.
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Un panorama general del problema de acceso a 
energía eléctrica en el mundo y México

El crecimiento poblacional es un breve recordatorio de 
cómo el ser humano ha podido adaptarse y evolucionar 
a lo largo de la historia humana. Actualmente hemos re-
basado los ocho mil millones de habitantes en el planeta 
(UNPFA, 2023). Aún vivimos en un mundo lleno de con-
trastes. Mientras en ciudades de países de ingresos altos 
la mayoría de los hogares disfrutan de servicios modernos 
apoyados en la Internet, en zonas rurales remotas persis-
ten comunidades en alta vulnerabilidad que carecen de 
servicios básicos como agua potable y energía eléctrica 
(Abdulraheem et al., 2020).

Como muestra de esto último, en 2021, 675 millones 
de personas, en su mayoría de los países de ingresos bajos, 
todavía no tenían acceso a la energía, mientras que alre-
dedor de 2300 millones de personas (29 % de la población 
mundial) seguían dependiendo de sistemas ineficientes y 
contaminantes para cocinar, lo que no solamente pone en 
peligro su salud y limita sus oportunidades de vida, sino 
también daña el clima y el medio ambiente. Lo alarmante 
de esto último es que, al ritmo actual de electrificación, las 
proyecciones hechas para 2030 estiman que 660 millones 
de personas (28.6 %) continuarán sin acceso a la energía 
eléctrica y casi 2000 millones seguirán dependiendo de 
combustibles y tecnologías contaminantes (pnud, 2023). 
Una de las razones principales que limitan la expansión 
de la red eléctrica a las zonas rurales remotas son los altos 
costos económicos, muestra de ello es que en las zonas 
urbanas la conexión de un hogar a la red eléctrica es en 
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promedio de 1700 USD y en las zonas rurales 2.8 veces más 
caro (World Bank Group, 2019).

En el caso de México, los datos oficiales de la Comi-
sión Federal de Electricidad (cfe) señalan que nuestro 
país cuenta con un nivel de electrificación del 98.95 % de 
la población; que está cubierta prácticamente el 100 % de 
las áreas urbanas, mientras que aproximadamente 1.3 mi-
llones de personas pertenecientes al ámbito rural no cuen-
tan con el servicio. En este contexto, el acceso a la energía 
eléctrica se ha consolidado como una dimensión esencial 
para garantizar condiciones de vida dignas y ampliar las 
oportunidades de desarrollo de las personas.

Este artículo tiene como objetivo analizar la relación 
entre la pobreza multidimensional y el acceso a la energía 
eléctrica, destacando cómo la falta de este recurso pue-
de profundizar otras privaciones sociales. A través de un 
enfoque conceptual y empírico, se busca mostrar que la 
inclusión energética no solo es un indicador del bienestar 
material, sino una condición necesaria para el ejercicio de 
derechos y la superación de la pobreza.

Metodología

Descripción de las fuentes de información

Los datos utilizados en esta investigación provienen del 
Módulo de Condiciones Socioeconómicas. Adicionalmen-
te, se utilizó la base de datos internacional Passport-Eu-
romonitor para obtener información comparativa sobre 
el acceso a electricidad a nivel país. En total, se reunieron 
datos de 93 países, dado que no todos los Estados reportan 
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estadísticas nacionales completas a los organismos inter-
nacionales de monitoreo.

Medición de variables y procesamiento de los datos

Esta investigación se desarrolló en tres etapas. En la pri-
mera se consultó la base de datos Euromonitor-Passport 
para obtener el porcentaje de población con acceso a ener-
gía eléctrica por país. A partir de estos datos, se calculó 
el porcentaje de población sin acceso, restando el valor 
encontrado del 100 %, con el objetivo de estimar la pro-
porción de personas sin suministro eléctrico en 2000 y 
2025. En la segunda etapa se utilizaron los microdatos 
del Módulo de Condiciones Socioeconómicas (2020). En 
primer lugar, se filtraron las personas que se autoidentifi-
caron como indígenas; posteriormente, se seleccionaron 
los hogares que reportaron vivir en situación de pobreza 
multidimensional y carecer de acceso a energía eléctrica. 
Con base en esta información, se estimó el porcentaje de 
viviendas por municipio que, a pesar de estar conectadas 
a una red pública de energía, declararon no contar con el 
servicio. En la tercera etapa se utilizó el software R Studio 
Cloud para realizar un análisis estadístico descriptivo de 
los datos.
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Resultados

El acceso a energía eléctrica después de rebasar el mi-
lenio

Los resultados muestran que en 2000 aún existían tres 
regiones en el mundo con acceso limitado a la energía 
eléctrica. En ese momento, por cada dos personas en Asia 
sin acceso a electricidad, en Oceanía y América había tres. 
Sin embargo, la situación más crítica se vivía en África, 
donde ocho de cada diez personas carecían de este ser-
vicio básico. Más de un cuarto de siglo después, todas las 
regiones han avanzado en la electrificación de los hogares. 
No obstante, en África cerca de la mitad de la población 
continúa sin acceso a la energía eléctrica. Esta carencia no 
solo impide satisfacer necesidades fundamentales como 
una mejor iluminación en las viviendas, sino que también 
limita el uso de electrodomésticos que podrían facilitar la 
conservación de alimentos, el ahorro de tiempo y dinero, 
y mejorar la calidad de vida en general. Además, el acceso 
a la electricidad tiene un impacto significativo en la edu-
cación, al facilitar el acceso a Internet y a las tecnologías 
de la información y la comunicación (tic), que fortalecen 
las capacidades académicas de quienes son estudiantes. Fi-
nalmente, la electrificación puede ser un factor clave para 
abrir oportunidades en nuevos mercados laborales y fo-
mentar el desarrollo económico.
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Mapa 1. Evolución de la población rural por país sin 
energías eléctrica (%), 2000 y 2025

2000

2025

Fuente: elaboración propia en R Studio Cloud, con datos de Passport-Eu-

romonitor, 2025.
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La distribución de la pobreza energética indígena en 
México

Al analizar los datos de la sección anterior, podría parecer 
que en México no existen personas sin acceso a la electri-
cidad. Sin embargo, los datos oficiales de la Comisión Fe-
deral de Electricidad (cfe) indican que el país cuenta con 
un nivel de electrificación del 98.95 % de la población. 
Esto significa que aproximadamente 1.3 millones de per-
sonas, principalmente en zonas rurales, aún no cuentan 
con este servicio básico. La situación se agrava en el caso 
de las viviendas rurales indígenas, especialmente en muni-
cipios de difícil acceso, donde la pobreza tiene implicacio-
nes profundas y múltiples. Desafortunadamente, no todas 
las personas pueden disfrutar de los beneficios del desa-
rrollo, como la electrificación. En México 268,863 vivien-
das todavía carecen de acceso a la energía eléctrica, y esta 
carencia suele coincidir con otras privaciones relacionadas 
con el bienestar (véase mapa 2). Aunque estas viviendas 
están dispersas a lo largo del territorio nacional, las po-
blaciones indígenas son las más afectadas. Actualmente, se 
estima que cerca de 250,000 viviendas habitadas por per-
sonas indígenas siguen sin suministro eléctrico. Una parte 
importante de estas se encuentra en la región sur-sureste, 
y otra, en la región noroeste del país —particularmente en 
los Altos de Chiapas y la Montaña de Guerrero, en el caso 
de la sur-sureste, y la Sierra de Chihuahua—.
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Mapa 2. Evolución de la población rural por país 
sin energía eléctrica (%), 2000 y 2025

Fuente: elaboración propia en R Studio Cloud, con datos de la ENIGH, 
2020

Implicaciones de política pública de electrificación 
para localidades aisladas

Para lograr el acceso universal a la energía, la electricidad 
debe llegar a todas las regiones del planeta, incluyendo, 
por supuesto, cada una de las zonas indígenas de México, 
incluso aquellas ubicadas en regiones montañosas y de di-
fícil acceso. A estas prioridades se les conoce como la “úl-
tima milla”. En este sentido, las Naciones Unidas, a través 
del Diálogo de Alto Nivel sobre Energía, han enfatizado 
que “la última milla del acceso a la energía debe ser la pri-
mera en abordarse” (Naciones Unidas, 2021).
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Si bien el acceso a la red eléctrica convencional re-
quiere inversiones importantes en infraestructura —como 
la construcción de nuevas líneas de transmisión, transfor-
madores y redes de distribución—, en muchas localida-
des rurales esto no resulta viable. Las razones incluyen el 
reducido tamaño poblacional, la dispersión geográfica y 
la falta de caminos y servicios básicos, lo que incrementa 
considerablemente el costo per cápita de la electrificación 
mediante red convencional. Ante este panorama, los siste-
mas de energía fuera de red (off-grid), como las minirredes 
(mini-grids) o los sistemas autónomos (stand-alone), ofre-
cen una solución efectiva para abastecer de energía a co-
munidades remotas y marginadas. Según la Agencia de In-
ternacional de Energías Renovables (IRENA, 2023) —esta 
organización se encarga de apoyar a los países para que 
transiten hacia energías sostenibles, y sirve la cooperación 
internacional en materia de energía renovable— estos sis-
temas pueden funcionar con tecnologías de energía reno-
vable (RET, por sus siglas en inglés), como la solar, eólica, 
biomasa o sistemas híbridos. Una de sus principales ven-
tajas es que pueden diseñarse y adaptarse a las necesidades 
específicas de cada comunidad, particularmente a las de 
aquellas con demandas eléctricas reducidas.

Conclusiones

En México, la realidad presenta dos caras. Por un lado, 
la gran mayoría de la población dispone de este servicio; 
por otro, persisten grupos que enfrentan cotidianamen-
te estas desigualdades. Dichas brechas se manifiestan en 
dos dimensiones: entre zonas rurales y urbanas, y entre 
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población indígena y no indígena. Del total de viviendas 
sin acceso a energía en el país, el 93 % (aproximadamen-
te 250,000 hogares) corresponde a comunidades rurales 
indígenas de Guerrero, Oaxaca y Chiapas. Por lo tanto, 
se puede notar que la carencia de energía constituye solo 
la punta del iceberg de problemáticas más profundas, pues 
revela desigualdades estructurales que atraviesan los terri-
torios mayoritariamente habitados por pueblos indígenas, 
como la Montaña de Guerrero, los Altos de Chiapas y la 
Sierra Tarahumara en Chihuahua, que son las que mayo-
ritariamente aún no cuentan con este servicio.
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El derecho a la energía

Ángela Figueruelo Burrieza*

El discurso de los derechos humanos es un discurso de la 
modernidad. A mediados del siglo pasado xx se reconocie-
ron por vez primera los derechos humanos con carácter 
universal. El reconocimiento y la garantía de los mismos 
han progresado tanto a nivel regional como nacional. Es 
preciso avanzar hacia el tema de los nuevos derechos que 
dan respuestas a las recientes realidades sociales. Es el caso 
del derecho a la energía. De ello se ocupa el contenido del 
presente estudio.

Hoy partimos de la idea de que las constituciones son 
la última forma de organización política del poder que la 
historia nos ofrece. En su parte dogmática se reconocen 
y garantizan los derechos fundamentales que preservan 
frente al poder público la esfera de la libertad personal 

*	 Catedrática de Derecho Constitucional de la Universidad de Salaman-
ca, España.
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de la ciudadanía, titular soberana del poder constituyen-
te que recae en el pueblo. Desde los orígenes del Esta-
do liberal de derecho, a finales del siglo xviii, la sociedad 
ha ido avanzando y cada vez surgen nuevos derechos que 
intentan dar respuestas a las necesidades sociales del ser 
humano. Al margen de la abundante proliferación de de-
rechos, los avances científicos activan la necesidad de la 
aplicación de las normas de derechos humanos a nuevos 
retos, destacando la importancia del carácter universal, in-
divisible e interdependiente de todos ellos. Es el caso del 
derecho a la energía.

El término se refiere al conjunto de normas que, por 
un lado, otorgan derechos o facultades y, por otro, estable-
cen obligaciones. Será, pues, el conjunto de normas que 
regulan la conducta de las personas con el fin de establecer 
un ordenamiento justo para la convivencia humana. Por 
su parte, el concepto de energía aparece definido como la 
capacidad que tiene la materia para producir trabajo, luz, 
calor, y que puede manifestarse de distintas formas: gra-
vitatoria, cinética, química, eléctrica, magnética, nuclear... 
entre otras. El Diccionario de la lengua española la define 
como “la capacidad de un cuerpo para realizar trabajo en 
razón de su posición en un campo de fuerzas”. La energía 
tiene una gran diversidad de significados, puesto que de-
riva de su propia etimología, procedente del latín, lengua 
que a su vez la tomó del griego “energía” que significa 
fuerza o capacidad de acción.

De la unión de ambos términos podemos llegar a la 
definición del derecho a la energía como aquel que re-
gula los distintos tipos de energía. En concreto, se dedica 
a la regulación de las obligaciones y derechos relaciona-
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dos con la energía y con las partes interesadas en el ci-
clo energético. Este término se refiere también a las áreas 
del ordenamiento jurídico que son necesarias para poner 
en funcionamiento proyectos energéticos, legislación 
medioambiental... etcétera. Teniendo en cuenta que sus 
campos de actuación en el ámbito de las normas jurídi-
cas son muy amplios, se requiere un enfoque transversal y 
multidisciplinar para garantizar y entender su significado 
y alcance.

Si ponemos el punto de mira en la energía como dere-
cho humano universal, debemos necesariamente aludir a 
las distintas generaciones de derechos. Su clasificación se 
ha realizado atendiendo a distintos criterios: naturaleza, 
origen, contenido y materia a la que se refieren. Por ra-
zones pedagógicas se han clasificado en varias generacio-
nes, atendiendo al momento histórico en el que nacieron 
o en el que fueron reconocidos por los Estados, ya sea 
con rango convencional o constitucional. La agrupación 
en distintas generaciones no les resta importancia porque 
todos ellos encuentran su fundamento en el principio uni-
versal de la dignidad humana, con la que todas las perso-
nas nacemos y que nos acompaña desde la cuna hasta la 
tumba. Así, entre los derechos de la primera generación 
agrupamos aquellos que tienen naturaleza civil o política; 
en los de segunda generación, los derechos económicos, 
sociales y culturales, y entre los de la tercera generación 
están los que corresponden a grupos de personas o co-
lectividades que comparten intereses comunes. No faltan 
quienes se preocupan de clasificar derechos en una cuar-
ta generación, que son aquellos que tienen que ver con 
las relaciones que se establecen entre las personas y las 
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nuevas tecnologías, y que incluyen también el acceso a la 
información y a la inteligencia artificial y la protección de 
grupos de personas vulnerables.

Actualmente, la doctrina apuesta por clasificaciones 
más sencillas, usando el denominador común de derechos 
humanos: civiles, sociales, económicos, culturales, am-
bientales... sin dejar a un lado las precitadas generaciones 
de derechos que obedecen a la rápida evolución social y a 
la necesidad de dar respuestas jurídicas a los mismos, algo 
impensable en un pasado reciente. La clave de bóveda de 
todos los derechos, al margen de las clasificaciones que se 
realicen, es la dignidad humana en cuanto base, no solo 
de los derechos, sino también de la ética pública y de una 
sociedad justa. Por el mero hecho de ser personas todos 
los seres humanos nacemos libres e iguales en dignidad 
y derechos; este valor fundamental se basa en el respeto 
a la persona y en el reconocimiento y garantía de la li-
bertad, la igualdad, la justicia y la autonomía. El valor de 
la dignidad humana lo encontramos en la convergencia 
de tres elementos basilares: el principio de autonomía de 
la persona, el de beneficencia y el de privacidad. Estos a 
su vez se fundamentan en los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad de los 
derechos humanos.

Cuando aludimos al derecho a la energía y a su ca-
rácter de derecho fundamental, nos referimos a la necesi-
dad de que sean las normas supremas de un Estado —sus 
constituciones— las que lo reconozcan y le otorguen las 
debidas y eficientes garantías. Estamos ante un derecho 
instrumental que permite activar otros derechos como el 
derecho a la salud, a la educación, al trabajo, a una vivien-
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da adecuada, al desarrollo sostenible, a la información, al 
agua... todos ellos irrenunciables para el desarrollo perso-
nal.

Insistimos en las ideas previamente esbozadas, y con-
viene hacer referencia al reconocimiento internacional 
que, de forma explícita o implícita, se hace del derecho 
humano a la energía. Destacamos los siguientes instru-
mentos normativos: la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos, de 1948, que alude a un nivel de vida 
adecuado para asegurar a las personas el derecho a la sa-
lud, a la alimentación y a la vivienda, entre otros derechos; 
el Pacto Internacional de los Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales, de 1966, que reconoce, en su artículo 
11, el derecho a una vivienda digna, que a su vez incluye el 
acceso a la energía para su acondicionamiento; la Conven-
ción sobre la Eliminación de todas las Formas de Discri-
minación contra la Mujer, de 1979, que en su artículo 14, 
insta a los Estados parte a adoptar medidas para eliminar 
las discriminaciones contra la mujer, y señala entre estas 
la de “gozar de condiciones de vida adecuada particular-
mente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, 
la electricidad, el abastecimiento de agua, transporte y las 
comunicaciones”.

También la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos Emergentes (Fórum Universal de las Culturas, 
Barcelona, 2004) destaca expresamente “el derecho de 
todo ser humano a disponer de agua potable, saneamiento 
y energía”, y, por su parte, la Observación general número 
cuatro de Naciones Unidas de 1991 reconoció el derecho 
a la energía como uno de los elementos necesarios para 
disponer de una vivienda adecuada. Especial acento se 
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pone en la disponibilidad de servicios materiales, instala-
ciones e infraestructura, asequibilidad y habitabilidad. El 
objetivo número 7 de los Objetivos del Desarrollo Soste-
nible también se ocupa de garantizar a todas las personas 
el acceso universal a la energía.

En el ámbito regional europeo, la Unión Europea ha 
logrado un desarrollo normativo de gran calado y am-
plias políticas públicas orientadas a combatir la pobreza 
energética (destacan varias directivas y recomendaciones 
a los Estados miembros por parte de las instituciones de la 
Unión Europea). Incluso en la región de América Latina 
y el Caribe comienzan a repuntar medidas normativas y 
políticas públicas al respecto; pero también, hay ejemplos 
que permiten apreciar el reconocimiento con rango cons-
titucional del derecho humano de acceso a la energía: Bo-
livia, Honduras y el proyecto de la fracasada Constitución 
chilena de 2022 son algunos. Avanzada la tercera década 
del siglo xxi resulta muy necesario que tanto en el ámbito 
internacional como en el de las constituciones nacionales 
se reconozca el derecho humano a la energía para la sa-
tisfacción de las necesidades básicas de las personas, que 
con base en su dignidad, deben gozar de un nivel de vida 
digno. Reconociendo este nuevo derecho se reforzará el 
pleno y eficaz ejercicio del resto de los derechos humanos 
y, al mismo tiempo, avanzaremos en el desarrollo econó-
mico y social de nuestros países, en la seguridad nacional 
y procuraremos alcanzar la soberanía energética de los 
Estados.

En el supuesto de México no nos encontramos con 
ningún instrumento normativo que reconozca y combata 
la pobreza energética como derecho humano. Aunque han 
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comenzado a surgir propuestas provenientes del tercer 
sector1 que apoyan con bastante impulso el reconocimien-
to constitucional de la energía como derecho humano.

Por su parte, tanto los tribunales internacionales de 
protección de derechos humanos como los constituciona-
les a nivel nacional han desempeñado un papel importante 
en el reconocimiento jurisprudencial y en la protección 
directa e indirecta de este nuevo derecho, ya sea de forma 
autónoma o vinculándolo con la protección de otros de-
rechos humanos como el derecho a la vida, el derecho a 
la salud o al disfrute de una vida digna. Estas resoluciones 
de los altos operadores jurisprudenciales han contribuido 
a configurar el contenido esencial de este nuevo derecho.

Si nos detenemos a observar el caso español, aprecia-
mos que la Constitución española de 1978 no tiene reco-
nocido de forma expresa el derecho a la energía, pero sí 
hay varios preceptos que regulan algunos derechos funda-
mentales relacionados con el acceso y disfrute de la ener-
gía: el artículo 15 constitucional contempla el derecho a 
la vida y a la integridad física; el artículo 43, por su parte, 
regula el derecho a la salud; y en el artículo 47 de la pre-
citada norma suprema se alude al derecho a una vivienda 
digna y adecuada; también el derecho a un medio ambien-
te sano se positiviza en el artículo 45, y la protección a la 
familia, en el artículo 39. Por otro lado, en el artículo 10.2 
se constitucionaliza el derecho internacional de los dere-
chos humanos y se obliga a interpretar las normas relati-

1	  En España se entiende por “tercer sector” aquellas organizaciones pri-
vadas, sin ánimo de lucro, que se dedican a actividades de interés social 
y general, por ejemplo: asociaciones, fundaciones y organizaciones no 
gubernamentales que no pertenecen ni al sector público ni al privado.
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vas a los derechos fundamentales y a las libertades públicas 
que la Constitución reconoce al tenor de lo preceptuado 
en la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 
1948 y de los tratados y acuerdos internacionales sobre 
las mismas materias que España ha ratificado. Según tie-
ne entendido la jurisprudencia del supremo intérprete de 
la Constitución española (Tribunal Constitucional), este 
precepto contiene el único criterio interpretativo consti-
tucionalmente regulado e incluye no solo a los derechos 
civiles y políticos, sino también a los económicos, sociales 
y culturales (denominados, en el caso español, principios 
rectores de la política social y económica). El alcance de 
este precepto constitucional vincula a nuestra norma su-
prema con el Convenio Europeo de Derechos Humanos 
de 1950 y con la interpretación realizada por el Tribunal 
de Estrasburgo sobre esta norma convencional.

Importante es también conocer el contenido del ar- 
tículo 9.2 de la Constitución española, que se preocupa 
de regular el principio de la igualdad material, ordenando 
a los poderes públicos remover los obstáculos que impi-
dan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de 
toda la ciudadanía en la vida política, económica, cultural 
y social. Los preceptos previamente citados hacen que el 
Tribunal Constitucional español sea sensible a la interpre-
tación que el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
ha realizado de ciertos artículos del Tratado de Roma de 
1950: del artículo 3, que prohíbe los tratos inhumanos y 
degradantes; del artículo 8, que regula el derecho al domi-
cilio y a la vida privada y familiar. Gracias al significado y 
alcance del contenido convencional de estos preceptos, y 
enfocados en las situaciones de pobreza energética, se po-
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drían interpretar en una línea similar el artículo 15 cons-
titucional, que regula el derecho a la vida y a la integridad 
física y moral, y el artículo 18, que contempla el derecho 
a la intimidad personal y familiar. La “vis atractiva” y la 
fuerza de irradiación de los derechos fundamentales per-
miten que de forma mediata puedan ser protegidos otros 
derechos que no están directamente amparados pero que 
sí influyen en el mismo ámbito de protección. Todas las 
herramientas jurisdiccionales aludidas previamente per-
miten que en España se puedan seguir las indicaciones 
hechas por el Tribunal de Estrasburgo sobre la pobreza 
y su vinculación con otros derechos fundamentales, sobre 
todo cuando se trata de un mínimo mejorable por los Es-
tados parte del Convenio Europeo de Derechos Huma-
nos, tal y como se desprende de su artículo 53, el concepto 
de “pobreza” tiene una gran entidad y trascendencia social 
y económica y podría ser interpretado de forma extensiva, 
considerando de igual forma la pobreza energética y su 
conexión con los derechos fundamentales que antes he-
mos citado. Esto en tanto no se realicen las necesarias y 
oportunas reformas al respecto.

Si abordamos el ámbito regional de la Unión Europea 
en lo referente al derecho a la energía, apreciamos que, 
desde la entrada en vigor del Tratado de Lisboa en 2009, 
la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Eu-
ropea (CDFUE) cuenta con el mismo valor jurídico que los 
tratados porque así lo establece el artículo 6.1 del Tratado 
de la Unión Europea. La Carta ya forma parte del derecho 
originario y es un parámetro para la validez del derecho 
derivado (directivas, reglamentos, decisiones...) y de las 
medidas nacionales adoptadas por los Estados miembros, 
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viniendo a recoger o confirmar los derechos garantizados 
por el convenio de Roma de 1950, y relacionados con los 
valores de la dignidad, libertad, igualdad, solidaridad, et-
cétera. La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea vincula a las instituciones, órganos y organismos 
de la Unión Europea, así como a los Estados miembros 
cuando apliquen el derecho de la Unión Europea y dentro 
de las competencias de esta organización supranacional. 
Además, establece que el sentido y el alcance de los dere-
chos contenidos en la carta que se correspondan con los 
garantizados por el Convenio Europeo de Derechos Hu-
manos serán considerados con el mismo nivel de protec-
ción que los del Convenio, sin perjuicio de que el derecho 
de la Unión les conceda una protección más amplia.

A la vista del amplio espectro normativo que hemos 
expuesto, en principio no habría problema alguno para 
encajar un derecho fundamental a la energía en el ámbito 
normativo europeo, como tampoco lo habría para hacerlo 
en el marco nacional español, porque ambos ordenamien-
tos se relacionan con los mismos instrumentos jurídicos. 
Pero hay un problema, y es que el concepto de energía 
que se maneja en el seno de la Unión Europea se adapta 
mejor al de una mercancía que a la consecución del bien 
común en cuanto derecho. Por ello, el mercado energé-
tico se ha configurado como uno competitivo donde la 
preocupación es mayor por la libre competencia y el be-
neficio empresarial antes que por el bienestar de la ciuda-
danía. Así, en la Directiva 2009/72/CE los/as ciudadanos/as 
son considerados/as únicamente como consumidores/as o 
clientes/as. Esto supone, sin duda, una limitación del con-
tenido esencial de este derecho al menos en lo referente 
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a las políticas de precios que las personas consumidoras 
vulnerables habrán de tolerar si se aprueba la propuesta de 
directiva que prevé la desaparición de las tarifas reguladas.

El discurso de los derechos humanos debe ca-
lar más hondo en el marco de la Unión Europea. Pues 
si bien el artículo 6.1 del Tratado de la Unión Europea 
hace posible un derecho a la energía, el artículo 14 de la 
misma norma lo dificulta. La última palabra es la inter-
pretación que de ambos preceptos haga el Tribunal de 
Luxemburgo. No olvidemos que el origen de la Europa 
de los mercados estaba en la puesta en común de la libre 
circulación del carbón, del acero y de la energía nuclear 
como forma de evitar nuevas confrontaciones y hostilida-
des en el marco de una Europa unida en la diversidad. Ca-
minar hacia un nuevo modelo energético y dar respuesta 
a los actuales retos económicos, sociales y medioambien-
tales exige a la actual Europa de los 27 Estados miem-
bros poner cimientos nuevos basados en un derecho a la 
energía para todos y todas. Energía que deberá ser limpia, 
segura, asequible y moderna.
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El derecho a la energía no es solo una cuestión técnica o 
económica, sino una condición básica para el bienestar hu-
mano. En un mundo cada vez más digitalizado, el acceso a 
la energía eléctrica ha dejado de ser un privilegio o sínto-
ma de desarrollo económico, para convertirse en un dere-
cho fundamental vinculado con el bienestar humano. Di-
versos organismos internacionales como la Organización 
de las Naciones Unidas (onu, 2011), la Agencia Interna-
cional de la Energía, la Agencia Internacional de Energías 
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Renovables, la División de Estadísticas de las Naciones 
Unidas, el Banco Mundial y la Organización Mundial de 
la Salud (2024) han destacado que la electricidad es un 
prerrequisito para el disfrute de derechos básicos como 
la salud, la educación, la vivienda y el trabajo. El derecho 
a la energía eléctrica ha sido reconocido en instrumentos 
contemporáneos como la Agenda 2030 y los objetivos de 
desarrollo sostenible, en particular en el ods 7, que tiene 
por objetivo: “Garantizar el acceso a una energía asequi-
ble, segura, sostenible y moderna para todos” (onu, 2015).

La conceptualización del acceso a la energía como un 
derecho ha ido consolidándose en las últimas dos déca-
das en respuesta a la evidencia que vincula directamente la 
energía con condiciones mínimas de bienestar y desarro-
llo humano. Samaniego-Santamarina (2023) propone, en 
El derecho de acceso a la energía eléctrica: un derecho humano 
del siglo XXI, que el derecho de acceso a la energía eléc-
trica debe considerarse como un derecho social derivado 
por su conexión con el derecho a una vida digna, así como 
al de la salud y el principio de igualdad. Esta visión plan-
tea la necesidad de que los Estados, incluyendo México, 
garanticen no solo la existencia formal del servicio, sino 
su accesibilidad material, continuidad, calidad y asequibi-
lidad. En México, la reforma energética de 2013 modificó 
los artículos 25, 27 y 28 de la Constitución, reafirmando el 
papel rector del Estado en el sector energético, y aunque 
no incorporó explícitamente el acceso a la energía como 
derecho humano, diversos marcos legales secundarios han 
desarrollado obligaciones estatales en torno a este tema. 
Destaca la Ley de la Industria Eléctrica de 2014 (Congre-
so de los Estados Unidos Mexicanos, 2014), que establece 
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el acceso universal como principio rector, y el Programa 
de Desarrollo del Sistema Eléctrico Nacional [PRODESEN] 
(Secretaría de Energía, 2015), que traza metas de cobertu-
ra y electrificación para cubrir las necesidades energéticas 
básicas.

Las necesidades energéticas básicas se entienden como 
el acceso mínimo a servicios energéticos esenciales que 
permiten cubrir requerimientos fundamentales de confort 
y salud, tales como electricidad básica para iluminación y 
dispositivos electrónicos (confort ambiental), calefacción 
o ventilación (confort térmico), energía para cocina (sa-
lud, al evitar el uso de leña) y refrigeración de alimentos 
(salud) (Walker et al., 2016). El acceso deficiente a la elec-
tricidad —ya sea por falta de cobertura, inestabilidad del 
servicio o incapacidad de pago— se perfila como un de-
terminante clave del bienestar emocional e integral de las 
poblaciones. Su ausencia afecta directamente el bienestar 
subjetivo y la cohesión social, especialmente en contextos 
vulnerables, convirtiéndose en un factor estructural que 
influye directamente en la salud física y mental. 

Diversos estudios internacionales han documentado 
que las comunidades afectadas por pobreza energética 
presentan mayores niveles de ansiedad, depresión, percep-
ción de inseguridad y dificultades académicas, especial-
mente entre niñas, niños, adolescentes y personas adultas 
mayores (Evans, 2003; Oyarzún Ruiz y Espinoza, 2020). 
La literatura académica subraya que la dificultad para 
mantener un hogar caliente o iluminado debido a la falta 
de acceso o a los altos costos energéticos es un factor de 
estrés crónico, que incide directamente en la salud mental 
(Champagne et al., 2023; Xu et al., 2022). Carecer del ser-
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vicio de energía eléctrica puede derivar en la sensación de 
aislamiento social, ya que muchas personas evitan compar-
tir su entorno doméstico con otras debido a las condicio-
nes en que se encuentra su vivienda (por ejemplo: el frío, 
la humedad o la falta de iluminación), lo que limita su par-
ticipación en la vida social y el ejercicio de relaciones cer-
canas (Grey et al., 2017; Longhurst y Hargreaves, 2019).

El bienestar subjetivo y la salud mental están fuerte-
mente vinculados a las condiciones materiales, y la elec-
tricidad cumple funciones clave como la iluminación, el 
uso de tecnologías de comunicación, la refrigeración de 
alimentos y medicamentos, y la generación de espacios 
seguros. Estas condiciones materiales no solo influyen en 
la funcionalidad del entorno, sino que también median la 
experiencia emocional cotidiana de las personas. Desde el 
enfoque de los determinantes sociales de la salud, se re-
conoce que los entornos que limitan el control personal 
sobre las condiciones de vida, como ocurre en hogares sin 
energía estable, están asociados a un mayor deterioro del 
bienestar psicológico (Marmot et al., 2008). La psicología 
ambiental ha documentado cómo las condiciones físicas 
del entorno afectan el desarrollo cognitivo y emocional 
(Evans, 2003). Por tanto, garantizar el acceso continuo y 
equitativo a servicios eléctricos no solo es una cuestión de 
infraestructura, sino también de salud pública y justicia 
social (Reames, 2016).

La ausencia de electricidad genera ambientes de in-
certidumbre, incomodidad térmica, privación sensorial y 
exposición a riesgos, todo lo cual puede amplificar sínto-
mas de ansiedad, irritabilidad y fatiga crónica (Bentley et 
al., 2023; Lee y Yuan, 2024). Además, el acceso intermi-



43

DERECHO A LA ENERGÍA    Gustavo René García-Vargas y Alessio Zanier Visintin

tente o la inseguridad energética obliga a las familias a 
reorganizar sus rutinas bajo estrés constante, lo que afec-
ta negativamente tanto el rendimiento académico de las 
personas infantes y adolescentes como la estabilidad emo-
cional de la población adulta (Riva et al., 2023; Thomson 
et al., 2017). Si bien se ha argumentado que las personas 
pueden adaptarse a condiciones precarias, la evidencia 
empírica señala que incluso niveles mínimos de electri-
ficación producen mejoras significativas en la percepción 
de bienestar.

Desde el modelo psicosocial, el acceso a recursos bá-
sicos forma parte del entramado que estructura la per-
cepción de justicia, autoestima comunitaria y sentido de 
control sobre la vida (Fernández et al., 2011). La ener-
gía permite el acceso a la información, el conocimiento y 
las oportunidades que son esenciales para el crecimiento 
personal y profesional. Así, la energía actúa como un ca-
talizador para la participación social y la construcción de 
comunidad. La falta de acceso a la energía eléctrica o la 
imposibilidad de cargar dispositivos electrónicos utiliza-
dos para la educación crea una barrera significativa para 
el aprendizaje. Las comunidades con acceso energético 
estable pueden organizar actividades, mantener espacios 
públicos funcionales y fomentar un sentido de pertenen-
cia y apoyo mutuo. Por el contrario, la escasez energética 
puede fragmentar el tejido social, aislando a individuos y 
familias y dificultando el desarrollo humano integral (Ca-
protti et al., 2024; Djoudji y Nguea, 2025).

En México, la distribución desigual del acceso a la 
energía eléctrica refuerza procesos estructurales de mar-
ginación y exclusión social. De acuerdo con el Instituto 
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Nacional de Estadística y Geografía (INEGI, 2020), más 
de 300,000 viviendas mexicanas carecen de acceso a la 
red eléctrica, concentrándose principalmente en regiones 
rurales, comunidades indígenas y zonas con alta margi-
nación. Este rezago implica la privación de múltiples de-
rechos conexos, como el acceso a la información, la educa-
ción digital, la atención sanitaria o la seguridad nocturna. 
Por ejemplo, la ausencia de alumbrado público y de ilumi-
nación en viviendas eleva los índices de criminalidad y la 
percepción de inseguridad en barrios marginales (Chalfin 
et al., 2022).

Asimismo, la ciudadanía efectiva se ve erosionada 
cuando el acceso a la electricidad no está garantizado por 
esquemas institucionales confiables. En un estudio reali-
zado en zonas rurales de China, encontraron que la es-
casez de agua debido a la inseguridad energética debilita 
significativamente la confianza tanto interpersonal como 
institucional, lo que afecta negativamente la cohesión co-
munitaria y la percepción de inclusión ciudadana (Shi et 
al., 2025). Incluso en contextos con sistemas de bienes-
tar avanzados como el europeo, la inseguridad energéti-
ca está directamente asociada con percepciones de mala 
gobernanza, lo que deteriora la legitimidad pública de las 
instituciones y genera sentimientos de exclusión, dificul-
tando el reconocimiento mutuo entre ciudadanía y Estado 
(Certomà et al., 2023). 

Con lo discurrido hasta este punto, es posible afirmar 
que el acceso a la electricidad no solo habilita condiciones 
materiales mínimas, sino que también tiene un profun-
do valor simbólico y social al posibilitar el ejercicio de la 
ciudadanía plena. La falta de acceso, en cambio, se tra-
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duce en exclusión estructural que limita la participación, 
la seguridad y el reconocimiento social. Así, al considerar 
los efectos acumulativos de la pobreza energética sobre la 
salud mental, la cohesión social y la confianza institucio-
nal, se hace evidente que garantizar el acceso universal a 
la energía eléctrica no puede ser una aspiración abstracta 
o secundaria. Es un imperativo ético y político que debe 
incorporarse de manera transversal en las agendas de de-
sarrollo, bienestar y justicia social.

A pesar de los avances en infraestructura y políticas de 
electrificación, en México aún existen importantes reza-
gos en materia de acceso equitativo a este recurso esencial, 
sobre todo en comunidades rurales e indígenas. El dere-
cho a la energía emerge como un determinante crítico del 
bienestar psicológico y comunitario, cuya privación pue-
de exacerbar la exclusión social y comprometer la justicia 
energética. La intersección entre acceso a la energía, bien-
estar psicológico y cohesión comunitaria subraya la nece-
sidad de abordar la pobreza energética como un problema 
multifacético que requiere intervenciones específicas y po-
líticas inclusivas. El derecho a la energía debe ser recono-
cido y garantizado por su intrínseco valor psicosocial. Es 
un derecho que sustenta la dignidad humana, promueve la 
salud mental, impulsa el desarrollo personal y fortalece la 
cohesión social. Asegurarlo significa invertir en un futuro 
más equitativo, saludable y socialmente sostenible.
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(Des)encuentros entre el derecho 
a la energía y los derechos de las 
personas migrantes y desplazadas por el 
cambio climático 
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Introducción

En este capítulo nos proponemos reflexionar sobre los 
encuentros entre derecho a la energía, por un lado, y la 
movilidad climática (migración y desplazamiento), por 
otro lado, considerando que tan solo en su dimensión 
interna, la movilidad climática puede alcanzar más de 3 
millones de personas en México para 2050 (Rigaud et al, 
2018).
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En un contexto en el cual la movilidad climática está 
ganando prominencia en la agenda política mexicana, esta 
reflexión pretende ubicar los encuentros que pueden (tie-
nen que) ser atendidos en instrumentos políticos y en el 
litigio climático.

El fenómeno de la (in)movilidad climática: 
conceptos en el contexto de violaciones 
de derechos humanos 

La migración y el desplazamiento climáticos se refieren a 
la movilidad humana impulsada (entre otros factores) por 
los impactos del cambio climático. Esta movilidad puede 
ser voluntaria (migración climática) o forzada (desplaza-
miento climático), interna (migración o desplazamiento 
climático interno) o internacional (migración o desplaza-
miento climático internacional). De igual forma, la movi-
lidad climática abarca el fenómeno de la inmovilidad, sea 
voluntaria o forzada. Esta modalidad se caracteriza por el 
hecho de que las personas o comunidades no pueden ini-
ciar un proceso de movilidad a pesar de la exposición a los 
impactos climáticos (por ejemplo, por falta de recursos, 
relaciones de género), o no quieren hacerlo (por ejemplo, 
por su lazo con el territorio).

Así, es bien sabido que la movilidad climática conlleva 
fuertes implicaciones y consecuencias en materia de vio-
laciones de derechos humanos, sea en el contexto de ex-
posición a los impactos de cambio climático (por ejemplo, 
en el de una inundación), por las vulnerabilidades preexis-
tentes que participan en desencadenar la movilidad (por 
ejemplo, las violencias de género), o por las causas raíz de 
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dichas vulnerabilidades (por ejemplo, discriminaciones, 
pobreza). 

Dichas violaciones de derechos humanos también tie-
nen lugar en el proceso de (in)movilidad, sea en el tránsito 
hacia el de llegada (por ejemplo, trata de personas), en el 
territorio de destino (por ejemplo, discriminaciones), o en 
el de origen en caso de inmovilidad (por ejemplo, riesgos 
para la salud o la vida).

En este contexto, el encuentro y conexión entre el de-
recho a la energía y la movilidad climática quedan poco 
atendidos, lo que da pie a un desencuentro en trabajos 
académicos o en instrumentos político-legales. En este 
capítulo pretendemos señalar que dicho encuentro es 
múltiple y no puede permanecer invisibilizado. 

Acceso a la energía e (in)movilidad climática: 
encuentros empíricos

Por un lado, la exposición a los impactos climáticos pue-
de ser concebida a través de cinco escenarios: fenómenos 
lentos (por ejemplo, pérdida de biodiversidad, escasez de 
agua), eventos repentinos (por ejemplo, inundaciones), 
conflictos (por ejemplo, por escasez de tierras aptas para 
la agricultura), aumento del nivel del mar (en el sentido de 
pérdida de territorios costeros), y las medidas y los pro-
yectos destinados a fomentar la mitigación o adaptación 
al cambio climático (por ejemplo, una hidroeléctrica o un 
área natural protegida).

El acceso a la energía puede cruzar casi todos los esce-
narios de exposición, ya sea por falta de acceso a la energía 
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o por medidas y proyectos destinados a garantizar el acce-
so a la energía.

De manera directa, el desarrollo de proyectos des-
tinados a generar energía en el marco de la transición 
energética encaminada (entre otros) a mitigar el cambio 
climático es un escenario de movilidad climática: el desa-
rrollo del proyecto energético puede requerir desplazar a 
las personas o comunidades asentadas en el territorio en 
el cual se llevará a cabo este, o puede impactar el territo-
rio de manera tal que las personas o comunidades tengan 
que desplazarse (por ejemplo, un proyecto de hidroeléc-
trica restringe el acceso al agua, o un parque eólico ge-
nera ruidos que interfieren con la salud de las personas o 
comunidades o la salud ambiental). El aumento del nivel 
del mar puede, asimismo, afectar directamente el acceso 
a la energía, si se dañan las instalaciones que permiten el 
acceso a la energía.

Por otro lado, se sabe, indirecta y contraintuitivamen-
te, que la (in)movilidad climática no se desencadena de 
manera automática por la sola exposición a los escenarios 
descritos anteriormente esta es un fenómeno complejo en 
el cual se entrelazan la exposición (los escenarios que vi-
mos en el apartado anterior), las vulnerabilidades de las 
personas y comunidades, y las causas raíz de las vulnera-
bilidades (Gouritin, 2022). En este contexto, y de manera 
similar a los escenarios, el acceso a la energía cruza las 
vulnerabilidades y causas raíz que participan en impulsar 
la (in)movilidad climática. 

Más específicamente, la pobreza energética puede 
desencadenar la movilidad climática en territorios azota-
dos por el aumento de las temperaturas (fenómeno gra-
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dual) u olas de calor (evento repentino), por ejemplo, si las 
personas y comunidades no pueden pagar por sistemas de 
aire acondicionado o no tienen acceso a la energía necesa-
ria para su funcionamiento. 

Otro ejemplo puede ser el acceso a la energía en ca-
sos de eventos repentinos, por ejemplo, si las personas o 
comunidades impactadas por una inundación o incendios 
no tienen acceso a energía, crucial para tener acceso a las 
alertas tempranas o los avisos en materia de medidas de 
seguridad para mantener a salvo o saber a dónde huir o 
encontrar los apoyos de la protección civil. De la misma 
manera, el acceso a la energía puede ser crucial para huir 
de territorios plagados por la violencia (por ejemplo, para 
entrar en contacto con redes de apoyo que pueden recibir 
las personas o comunidades que huyen de las violencias), 
desencadenando de esta manera la inmovilidad. 

De igual modo, la corrupción y la impunidad en torno 
a los proyectos de generación de energía que se inscriben 
en la mitigación del cambio climático son unas de las cau-
sas raíz de la vulnerabilidad de las personas y comunidades 
expuestas a los impactos climáticos, de manera que pue-
den reforzar la propensión a entrar en (in)movilidad.

De lo anterior, resulta que el acceso a la energía es 
transversal a los impulsos climáticos si consideramos la 
exposición a los impactos climáticos: un acceso deficiente 
a la energía o el desarrollo de proyectos de mitigación del 
cambio climático en su vertiente de transición energética 
pueden desencadenar la (in)movilidad climática. Parale-
lamente, el acceso a la energía cruza las vulnerabilidades 
preexistentes y las causas raíz de las vulnerabilidades, las 
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cuales participan también en desencadenar la (in)movili-
dad climática.

Entre desencuentro y encuentro: una 
sistematización desde los derechos humanos

Por un lado, el encuentro entre acceso a la energía y mo-
vilidad climática puede estar en contradicción, a manera 
de desencuentro: nos referimos al acceso a la energía como 
objetivo legítimo para desarrollar proyectos de generación 
energética destinados a mitigar el cambio climático, pro-
yectos que pueden desencadenar la movilidad climática de 
las personas y comunidades que viven en el territorio don-
de se desarrollan estos o en la cercanía de los mismos (por 
ejemplo, las personas o comunidades debajo de una hi-
droeléctrica pueden ser afectadas ya que su acceso al agua 
del río puede ser restringido). Este caso de desencuentro 
no es nada original (ni insuperable) en términos de dere-
chos humanos. 

Primero, es un caso más en el cual los derechos hu-
manos (el derecho a acceder a la energía) no van de la 
mano contra la protección del ambiente o la lucha con-
tra el cambio climático. Así pues, las medidas destinadas 
a fomentar la garantía de los derechos humanos no están 
siempre en sintonía con la protección del ambiente o la 
lucha contra el cambio climático (por ejemplo, la protec-
ción de los derechos relacionados con una patente se opo-
ne a la divulgación de la información relacionada con una 
sustancia o un proceso). Al revés, una medida destinada a 
proteger el ambiente o luchar contra el cambio climático 
puede interferir con derechos humanos (por ejemplo, la 
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expropiación de una propiedad privada para decretar un 
área natural protegida). 

Segundo, los sistemas de protección de los derechos 
humanos ya desarrollaron herramientas casuísticas para 
realizar la ponderación entre derechos e intereses. Por 
ejemplo, en el análisis de la proporcionalidad de la medida 
(u omisión) por parte del Estado y los intereses particula-
res vulnerados.

Por otro lado, en materia del fenómeno de análisis, las 
vulneraciones de derechos humanos relacionadas con el 
derecho a acceder a la energía se encuentran con las vio-
laciones a las prerrogativas fundamentales de las personas 
migrantes y desplazadas a raíz del fenómeno de la movi-
lidad. En este caso, las medidas destinadas a garantizar el 
acceso a la energía participan en prevenir la (in)movilidad 
forzada.

Otra ilustración, la corrupción e impunidad que pue-
den rodear dichos proyectos son unas de las causas raíz 
de la (in)movilidad. En consecuencia, la lucha contra 
dicha corrupción e impunidad participa en prevenir la 
(in)movilidad climática forzada y las violaciones de dere-
chos humanos que la acompañan.

  
Conclusión

En este corto capítulo señalamos los encuentros y desen-
cuentros entre acceso a la energía, por un lado, y migra-
ción y desplazamiento climático, por otro lado. Resulta 
que los (des)encuentros son numerosos, y cruzan de ma-
nera transversal el fenómeno de movilidad climática, ya 
sea por medio de la exposición a los escenarios de impac-
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tos climáticos, las vulnerabilidades de las personas y co-
munidades afectadas, o las causas raíz-estructurales.

En este contexto, quedan latentes la necesidad y la 
pertinencia de que esos (des)encuentros sean atendidos 
con seriedad por la academia y por los instrumentos polí-
tico-legales. 

Al respecto, cabe señalar que podemos esperar una 
aceleración de la puesta en marcha de procesos políticos 
y legales encaminados a atender el fenómeno de la (in)
movilidad climática. Ese apresuramiento se debería (entre 
otros) a la adopción de instrumentos recientes que señalan 
la prominencia del fenómeno y de la obligación a cargo de 
los Estados de atenderlo: la última Contribución Deter-
minada a Nivel Nacional de México de 2020 actualizada 
en 2022 (su eje A, línea de acción 7 se refiere al despla-
zamiento climático), la reciente actualización de la Es-
trategia Nacional de Cambio Climático que integra ple-
namente la migración y el desplazamiento climático (eje 
A1, visión para 2040 y 2060; componente 8.2.4 de política 
climática transversal), y la reciente Opinión Consultiva de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos OC-32/25 
sobre Emergencia Climática y Derechos Humanos de 
mayo de 2025 subraya también la necesidad de atender la 
movilidad climática. En este contexto, sigue pendiente la 
tarea de integrar la movilidad climática en instrumentos 
dedicados al acceso a la energía y la transición energética, 
y viceversa.

Por su lado, el litigio climático (incluyendo potencial-
mente el desarrollado ante la cndh) puede también arti-
cular esta integración en un marco de derechos humanos.
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En este capítulo se analiza la progresividad del derecho 
humano a la energía en México, su desarrollo jurídico y 
consolidación como derecho protector. Se revisan prece-
dentes judiciales recientes y conceptos clave como acce-
sibilidad, asequibilidad, calidad y continuidad, se destaca 
el papel del nuevo marco normativo y la transición hacia 
energías limpias.
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Energía como servicio público de calidad

El derecho a la energía se consolidó como un derecho hu-
mano en el Protocolo de San Salvador, que establece en su 
artículo 11 que “Toda persona tiene derecho a vivir en un 
medio ambiente sano y a contar con servicios públicos bá-
sicos” (OEA, 1988) dentro de los cuales figura el servicio 
público de energía eléctrica. Ahora bien, el principio de 
progresividad y no regresividad, junto con el principio pro 
persona, implica que los derechos humanos deben ampliar 
su defensa, no retroceder, buscando siempre la protección 
más favorable para las personas (CTCC, 2012). Para cono-
cer el contenido básico del derecho a la energía es ne-
cesario estudiar aquellos fallos de los que ha sido objeto, 
desde los componentes mínimos que lo integran, como la 
accesibilidad, la asequibilidad, la calidad y la continuidad, 
elementos indispensables para garantizar el cumplimiento 
de otros derechos en interdependencia.

Acceso y asequibilidad

La asequibilidad se refiere a la posibilidad de adquirir o 
hacerse del servicio de energía eléctrica; es decir, que el 
individuo cuente con la capacidad tanto legal como eco-
nómica de contar con servicio básico. Por su parte, la ac-
cesibilidad alude a la posibilidad física de interconectarse 
a la red o por los medios off grid, que en su mayor parte 
tiene que ver con la capacidad de la infraestructura y redes 
a cargo del Estado. 

En nuestro país la asequibilidad ha sido relacionada 
con las reglas de despacho y la estrategia de desarrollo 
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del sector implementada por gobiernos anteriores, con las 
cuales se buscaba garantizar el menor precio por energía 
para la persona usuaria final. Este modelo se asentaba en 
el despacho económico, cuya finalidad es que el precio 
de la electricidad se calcule con base en el costo marginal 
de generación de energía eléctrica, lo que da una ventaja 
competitiva a las renovables, que no requieren costosas 
cantidades de combustible (JPDMA, JA, 548/2021). Asimis-
mo, los Estados deben adoptar medidas para asegurar que 
los gastos de vivienda, incluida la energía eléctrica, sean 
soportables por las personas y proporcionales a sus niveles 
de ingreso.

Aunado a lo anterior, se ha enfatizado en la función 
que el suministro eléctrico debe tener, siendo este de ca-
lidad y continuo, pues la interrupción del mismo puede 
comprometer el acceso efectivo a otros derechos (CIDH, 
2017).

Seguridad de despacho, calidad y continuidad

La calidad y la continuidad en el servicio han sido con-
sideradas elementos indispensables para garantizar el ac-
ceso y la asequibilidad. La calidad implica la satisfacción 
de la demanda eléctrica de quienes son usuarios finales 
con parámetros adecuados de frecuencia. Mientras que la 
continuidad supone la operación estable con el menor nú-
mero de interrupciones posibles. Solo bajo estas condicio-
nes puede asegurarse la protección del derecho humano, 
a través de un servicio que opere de manera constante y 
confiable (SCJN, AI, 64/2021).   
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Asimismo, estos criterios están estrechamente relacio-
nados con el acceso a otros derechos, como a una vivienda 
digna, donde el suministro no solo debe estar disponible, 
sino ofrecerse a un precio justo (SCJN, AI, 64/2021).

Mecanismo para alcanzar otros derechos

El suministro eléctrico, además de ser un derecho, cons-
tituye un elemento esencial para el ejercicio efectivo de 
otros derechos humanos. Se ha reconocido su progresi-
vidad en relación con prerrogativas como la vivienda, la 
alimentación, la salud, el trabajo y el formar parte del de-
sarrollo sustentable. Existe, por tanto, una relación conse-
cuencial entre el acceso debido al suministro con el nivel 
de vida digno, la salud y la reducción de la pobreza. (JPD-
MA, JA, 548/2021).

Vivienda digna

Para garantizar una vivienda digna, el acceso a la ener-
gía eléctrica debe ser continuo, de calidad y disponible 
para satisfacer necesidades básicas como la iluminación y 
la preparación de alimentos (CIDH, 2017). Además, se ha 
vinculado con otros derechos, como el derecho a la adap-
tabilidad al cambio climático, al identificar una obligación 
para el Estado de compensar y mejorar las condiciones de 
los hogares de bajos ingresos, a fin de reducir su vulnera-
bilidad ante los efectos del cambio climático (Corte IDH, 
Resolución 3/2021).
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Desarrollo social

Al tratarse de un servicio público, la energía eléctrica se 
vincula directamente con la equidad social, el bienes-
tar económico de las familias y la competitividad de las 
empresas, particularmente en lo que respecta a su costo 
(SCJN, CC, 89/2020). El costo de la energía y su asequibili-
dad pueden detonar o restringir el desarrollo económico 
de un país, en la medida en que sea accesible, la población 
podrá elevar su nivel de vida y disminuir el de pobreza 
(JPDMA, JA, 548/2021). Incluso en estratos socioeconómi-
cos más altos, donde la energía no es indispensable para la 
supervivencia, el precio del servicio afecta el ejercicio de 
derechos como el acceso al esparcimiento, a los adelantos 
tecnológicos y al Internet (SCJN, AI, 64/2021).

Medio ambiente y salud

Diversos precedentes han señalado la obligación del Es-
tado de emplear el potencial energético del país para con-
seguir un desarrollo sostenido, inclusivo y sostenible, uno 
sin comprometer los derechos ambientales, económicos 
y sociales (CIDH, 2023). En ese marco, se reconoce la in-
terdependencia entre garantizar el derecho al medio am-
biente y privilegiar el uso de fuentes limpias que permiten 
este desarrollo sustentable (SCJN, AI, 64/2021).

Algunas de las políticas que han sido identificadas con 
el derecho al medio ambiente y la salud son la creación y 
el establecimiento del mercado de Certificados de Ener-
gía Limpia (CELs), reconocidos como instrumentos de in-
centivo a tecnologías limpias y más económicas (JPDMA, JA 
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548/2021). En este contexto, cumplir la obligación adqui-
rida por México de reducir emisiones de gases de efecto 
invernadero (gei) exige el establecimiento de incentivos 
financieros y fiscales para actividades sostenibles, orien-
tadas hacia una transición a fuentes de energía renovable 
y limpia (Corte IDH, Resolución 3/2021). Estas medidas, 
están sujetas a los principios de no regresión e in dubio pro 
natura (en la duda, a favor de la naturaleza), obligando al 
Estado a adoptar medidas hasta el máximo de los recursos 
que disponga para lograr una creciente participación de 
energías limpias en la generación eléctrica (JSDMACERT, JA, 
586/2020).  

Asimismo, como ya se comentó, las reglas de despa-
cho tuvieron como efecto que el precio de la electricidad 
para la persona usuaria final fuera el más bajo, así como 
que se fomentara la incorporación de centrales eólicas y 
fotovoltaicas, las cuales son las más eficientes y limpias, al 
tiempo que desincentivaba el uso de combustibles fósiles, 
más costosos y contaminantes (JPDMA, 548/2021). 

Por eso, las políticas y los instrumentos que imple-
mente el Estado no pueden limitar la participación o las 
ventajas para las renovables, ya que el principio de pro-
gresividad ambiental impone la obligación de gradua-
lidad, como proceso y progreso, para que incremente o 
mejore el disfrute de la colectividad a su derecho al medio 
ambiente. Por ello, el Estado debe tener un papel activo 
que garantice a todas las personas el pleno disfrute de ese 
derecho siempre buscando un incremento de grado de tu-
tela, respeto y protección (JSDMAECERT, JA, 250/2021).
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Acceso universal

Ahora bien, los avances en la asequibilidad y la accesi-
bilidad del servicio público de energía, conforme con 
la progresividad de los derechos humanos relacionados 
—sobre todo el derecho a un medio ambiente sano—, han 
consolidado el estándar de acceso universal, el cual incor-
pora, además del acceso al servicio, la eficiencia energéti-
ca, el uso de fuentes renovables de combustibles limpios, 
todo como un nuevo nivel mínimo de trato del derecho 
humano a la energía (BM, ODS 7, 2018).

En este sentido, el acceso universal requiere que el 
Estado impulse el desarrollo de infraestructura resiliente 
al clima, el fomento a formas de movilidad sostenible y la 
promoción de energías libres de emisiones contaminan-
tes. Asimismo, implica la reducción del uso de combusti-
bles fósiles, la creación o actualización de planes urbanos 
de adaptación y mitigación al cambio climático, así como 
el manejo eficiente de residuos. Todo ello representa con-
diciones indispensables para garantizar efectivamente este 
derecho (Corte IDH, Resolución 3/2021).

Derecho a la energía limpia, renovable y eficiente

La judicatura ha reconocido el carácter progresivo del 
derecho a la energía, en su vertiente de energías limpias, 
eficientes y bajas en carbono, al establecer la obligación 
de incorporar mejores prácticas en los temas de eficiencia 
energética y reducción de gei (JSDMACERT, JA, 586/2020). 
México, al ser parte del Acuerdo de París, reconoció que el 
cambio climático plantea amenazas inaceptables a los de-
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rechos humanos y, por esa razón, la generación de energía 
eléctrica a partir de fuentes renovables en la lucha contra 
el cambio climático debe ser una prioridad para el Estado 
(JSDMACERT, JA, 586/2020). 

En este sentido, la política energética debe proveer el 
desarrollo económico a partir de la generación eléctrica 
sin contravenir los compromisos ambientales para com-
batir el cambio climático. La producción y el consumo de 
energías derivadas de fuentes fósiles y sus emisiones con-
taminantes generan afectaciones a la salud humana (JPD-
MA, JA, 548/2021) y al medioambiente. Por ello, cualquier 
política o acto que promueva el aumento en su partici-
pación en la matriz energética vulneraría el derecho a un 
medio ambiente sano y perjudicaría la salud física de las 
personas (JSDMACERT, JA, 586/2020).

Frente a ello, se debe promover la generación eléc-
trica a partir de energías renovables, ampliando el acce-
so a electricidad limpia, confiable y asequible (SCJN, AI, 
64/2021). Este objetivo solo puede alcanzarse mediante 
políticas progresivas y contundentes, para la sustitución 
gradual del uso de combustibles fósiles, así como con la 
implementación de medidas efectivas para la reducción 
de gei con el incremento sostenido de la participación de 
fuentes renovables (SCJN, AI, 64/2021).

Transición energética

Como resultado del reconocimiento progresivo del de-
recho a la energía, se vuelve necesario transitar hacia un 
modelo energético sostenible. Tratándose de la industria 
eléctrica, puede exigirse que, hasta lo económicamente 
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posible, optimice la generación de energía, inclusive la 
generada a partir de fuentes contaminantes, para transi-
tar hacia una economía que no dependa del mercado de 
combustibles fósiles, sino una que permita cada vez más 
la generación de energía a partir de fuentes renovables 
(JPDMACERT, JA, 135/2021). 

Diversos precedentes han establecido la necesidad de 
reducir la dependencia de la matriz de energía de los com-
bustibles fósiles, tanto para (i) desvincular los precios del 
servicio eléctrico de la volatilidad del mercado de hidro-
carburos y, con ello, reducir el gasto de la persona usuaria 
final (JPDMA, JA, 548/2021) como para (ii) minimizar las 
afectaciones ambientales derivadas de su consumo. Para 
lograrlo, resulta indispensable garantizar el acceso y la li-
bre concurrencia de centrales eléctricas basadas en ener-
gías renovables (JSDMACERT, JA, 586/2020). 

En este marco, los CELs surgieron como un mecanis-
mo clave para incentivar la inversión en centrales eléctri-
cas limpias orientadas a la expansión de la capacidad insta-
lada del país. Su diseño original requería que las centrales 
fueran nuevas, precisamente, para fortalecer la función 
de los CELs como instrumento de política pública para la 
transición energética (JPDMA, JA, 548/2021). La reforma 
al artículo 126, fracción II, de la hoy abrogada Ley de la 
Industria Eléctrica, al permitir que se otorgaran CELs con 
independencia de la propiedad o de la fecha de inicio de 
operación, desvirtuaba esta lógica, ya que permitía que 
instalaciones antiguas, ya consideradas en la línea base de 
emisiones del país, accedieran a los beneficios de reduc-
ciones duplicadas, debilitando los incentivos para expan-
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dir la capacidad renovable instalada y dilapidando, en la 
práctica, el mercado de CELs (JPDMA, JA, 548/2021).

México se obligó a incrementar la participación de 
energías limpias en la red eléctrica nacional a través de la 
sustitución del uso de combustibles fósiles, del fomento 
de fuentes renovables y cogeneración eficiente, incenti-
vos a la inversión en infraestructura limpia, así como la 
inclusión de los costos de externalidades y emisiones en la 
toma de decisiones sobre generación eléctrica (JPDMA, JA, 
548/2021).

Por ello se ha reconocido una obligación de todas las 
personas participantes de la industria eléctrica, respecto 
del uso de energías limpias, la reducción de emisiones 
a través de los CELs, así como el despacho preferente de 
energías renovables, a fin de reducir cada vez más la de-
pendencia que tiene el país de los combustibles fósiles 
como fuentes primarias de energía (SCJN, 89/2020) y mi-
tigar los efectos negativos en el medio ambiente (JSDMA-
CERT, JA, 586/2020).

Derecho a la energía y la reforma constitucional

De acuerdo con los precedentes esgrimidos, podría con-
siderarse que se ha cristalizado cierta progresividad del 
derecho a la energía. Sin embargo, resulta cuestionable el 
contenido de ciertas disposiciones que se incorporan en 
la nueva política constitucional del sector eléctrico, parti-
cularmente en lo relativo a la prevalencia de las empresas 
públicas del Estado respecto de la inyección energética, 
sin establecer distinción alguna entre fuentes limpias y 
aquellas basadas en combustibles fósiles (CPEUM, art. 27, 
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párr. 6; art. 28, párr. 4). Asimismo, la apertura en la ley del 
sector a la doble contabilidad de reducciones para la ge-
neración de CELs (LSE, art. 143, 2025) podría implicar una 
regresión en la progresividad de los derechos humanos. 

En principio, las disposiciones legales energéticas de-
berían interpretarse de forma sistemática y armónica con 
los criterios jurisprudenciales previamente desarrollados, 
los cuales reconocen la energía como un derecho huma-
no transversal, esencial para el ejercicio de otros derechos 
fundamentales. Cabe aclarar que ni la reforma del 31 de 
octubre de 2024 al texto constitucional ni la nueva ley sec-
torial del 18 de marzo de 2025 restringen ni son contra-
rias, al menos de manera directa con la progresividad aquí 
expuesta. En ese sentido, la materialización plena del dere-
cho a la energía en México exige consolidar los estándares 
avanzados en accesibilidad, asequibilidad y calidad alcan-
zados, y continuar sin retrocesos hacia el acceso universal 
basado en energías limpias. El principio de no regresión y 
el enfoque pro persona obligan a interpretar armónicamen-
te las nuevas disposiciones, buscando siempre mejorar el 
nivel de protección de los derechos involucrados. La labor 
del Poder Judicial será clave para velar que la reforma no 
erosione la progresividad alcanzada y que, en definitiva, el 
derecho humano a la energía siga cumpliendo su función 
esencial: sustentar la vida digna y el desarrollo sostenible 
de toda la población.
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El acceso a la energía eléctrica 
como un derecho humano

Margarita Palomino Guerrero*

Introducción

Las políticas públicas son una importante vía para garan-
tizar el acceso a la energía. Consideramos que la reciente 
reforma constitucional en materia energética de noviem-
bre de 2024 constituye un mecanismo para lograr amino-
rar la brecha de las familias que se encuentran en situación 
de pobreza extrema, porque la misión de las empresas pú-
blicas del Estado es brindar servicios de calidad a precios 
accesibles.
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Interrelación entre pobreza y vulnerabilidad 
energética

El derecho a la energía se ha concatenado con debates en 
torno a la pobreza, es decir, las carencias materiales de una 
persona —que van desde lo económico, social, cultural, edu-
cativo, e incluso la salud—, por lo que debe abordarse a partir 
de diferentes ángulos. Lo que hace necesario hablar de po-
breza multidimensional, concepto creado por el CONEVAL (a 
partir de 2025 su función la realiza INEGI) y que se refiere a la

situación en la que se encuentra una persona cuando no tie-
ne garantizado el ejercicio de al menos uno de sus derechos 
para el desarrollo social, y si sus ingresos son insuficientes 
para adquirir los bienes y servicios que requiere para satis-
facer sus necesidades mínimas. (Consejo Nacional de Eva-
luación de la Política de Desarrollo Social [CONEVAL], s.f.)

Por lo que la vulnerabilidad energética se da cuando 
los hogares no cuentan con accesibilidad, por infraestruc-
tura precaria, lo que es atribuible al Estado, o por los altos 
costos para tener un adecuado suministro de energía, ge-
nerando círculos de pobreza que se deben considerar en 
el fortalecimiento de la Comisión Federal de Electricidad. 
Un caso concreto son los procesos que en países como 
Argentina se denominan “situaciones de autogestión del 
derecho a la energía” (Hessling Herrera, 2024, p. 107). Es 
decir, aquellas personas que no pagan por el suministro 
de energía eléctrica, tanto para uso doméstico como para 
actividades comerciales que se encuentran en la informa-
lidad, incluso en el ámbito empresarial.
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Por lo que los conceptos de pobreza y vulnerabilidad 
son distintos, pero coinciden cuando el Estado no brinda 
las condiciones necesarias de acceso a servicios y pone en 
riesgo a la persona, es decir, la hace vulnerable y limita 
su acceso a derechos fundamentales como una vida digna, 
o el derecho a un medio ambiente sano consagrado en 
el artículo 4° de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos (2024), así como la responsabilidad del 
Estado para garantizarlo. 

A su vez, diversos instrumentos internacionales re-
conocen como inherente a toda persona el derecho a un 
nivel de vida adecuado. Por ejemplo, la Declaración Uni-
versal de los Derechos Humanos (1948), en su artículo 25, 
determina que para lograrlo es necesario que se asegu-
ren aspectos como salud, bienestar, alimentación, vestido, 
vivienda, asistencia médica y servicios sociales; por otro 
lado, el artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (1976) establece que 
serán los Estados quienes aseguren la efectividad de este 
derecho. Por tanto, transitar de considerar a la energía 
eléctrica como un producto del mercado a reconocer su 
calidad de servicio básico y el papel que tiene en lograr 
una vivienda digna resulta alentador.

Con ello podemos afirmar que, por medio de los in-
dicadores de pobreza y vulnerabilidad energética, se evi-
dencian los avances en la garantía del derecho humano en 
comento, y, a su vez sirven como conceptos ineludibles 
para lograr su exigibilidad, incluso en nuestra opinión el 
Estado estaría obligado a indemnizar por su actuar irregu-
lar y por ende generar una administración ineficiente. Lo 
anterior porque
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La medición oficial de la pobreza permite conocer la situa-
ción social de toda población mexicana y el tipo de atención 
que requiere cada grupo de población. Esta característica es 
única en la historia de la medición de pobreza en México” 
(CONEVAL, s.f.).

Por lo que los indicadores de pobreza y vulnerabilidad 
sirven para exigirle al Estado el derecho de acceso a la 
energía.

En lo que respecta a sustentar la línea argumentativa 
sobre derecho a la energía, hay quienes consideran que las 
empresas PEMEX y CFE deben tener como misión generar 
ingresos, modelo considerado en la reforma constitucio-
nal de 2013. 

Hoy con la reforma constitucional de 2024 PEMEX y 
CFE al ser empresas públicas del Estado no buscan produ-
cir más recursos, su objetivo es ofrecer energía suficiente 
y de calidad y gasolinas a bajo precio.

Bajo este contexto es, precisamente, la transición 
energética la que pone en evidencia el calentamiento glo-
bal, que empuja a una necesaria diversificación de la ma-
triz energética mundial, en aras de alcanzar el abandono 
completo de los combustibles fósiles.

Al respecto, nuestra postura es que no se puede plan-
tear una erradicación total de los combustibles fósiles, en 
su lugar, sería conveniente fomentar un proceso de tran-
sición y concientización, que implique moderar su consu-
mo y usar energías limpias. Sin embargo, esta estrategia 
es todo un reto, porque, en paralelo, tenemos los avan-
ces tecnológicos, en especial, la cada vez más presente y 
demandada inteligencia artificial. En este sentido, se han 
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cuestionado las consecuencias de un posible escenario 
donde la transición únicamente implique el cambio de 
fuentes primarias de energía, sin garantizar los servicios 
básicos ni “evitar que la energía se considere un negocio o 
un elemento estratégico de los Estados” (Hessling Herre-
ra, 2024, p. 121).

En el último Balance Nacional de Energía (2023), 
documento estratégico publicado por la Secretaría de 
Energía donde se exponen los indicadores de producción, 
comercio y consumo de energía, se reportó que un 30 % 
del consumo energético doméstico nacional corresponde 
al uso de leña. Mientras que el centro independiente Mé-
xico Evalúa (2021), ente de análisis que se enfoca en la 
evaluación y el monitoreo de la operación gubernamental, 
evidenció que solo una cuarta parte de los 4.8 millones de 
hogares que cocinan con leña o carbón está provisto de 
chimenea o ducto por el que se expulse el humo, condicio-
nes que aumentan los riesgos por intoxicación. 

Sin duda, son diversos los factores que engloba la po-
breza, cuya complejidad y multidimensionalidad se refle-
jan más allá de los ingresos; aun cuando se analizan sus 
implicaciones en ámbitos como la salud y la educación, 
existen variables que poco se han contemplado, entre ellas 
la pobreza energética, situación en la que se encuentran 
los hogares que no pueden costear los servicios energéti-
cos básicos o tienen limitantes para acceder a energéticos 
modernos (Secretaría de Energía, 2022).

En este orden de ideas, la comunidad internacional, 
a través de la Agenda 2030 (Naciones Unidas, s.f.), ha 
planteado el objetivo de desarrollo sostenible 1, “Fin de 
la pobreza”, que en su meta 1.1 sostiene el compromiso 
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de erradicar la pobreza extrema para todas las personas. 
Sin embargo, no hay que perder de vista que el fenómeno 
de la pobreza no se entiende de igual manera en todos los 
países. Mientras que en economías desarrolladas implica 
exclusión social, en las naciones en vías de desarrollo es 
símbolo de falta de recursos que permitan una vida dig-
na, lo que significa la existencia de diferentes niveles de 
necesidad.

Sumado a ello, tenemos un panorama donde la infor-
malidad laboral y los empleos de baja calidad han incidido 
en el papel que tiene la protección social no contributi-
va —la obligación del Estado de brindar los mínimos de 
seguridad social aun si las personas no están sujetas a la 
seguridad social en calidad de trabajadoras formales—, en 
la disminución de la desigualdad, baja movilidad social y 
débil cohesión social (Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe, 2024).

Conclusión

Con el fin de incidir en las distintas dimensiones que com-
ponen la pobreza, es fundamental que la formulación de 
políticas públicas tenga como ejes centrales la protección 
social no contributiva, así como acciones que garanticen 
el derecho humano de acceso a la energía eléctrica. De 
esta manera, se evitará que las limitaciones en los servicios 
básicos vinculados a la energía amplíen las brechas en el 
desarrollo.

Si no asumimos una responsabilidad social frente a 
retos como la migración, los cambios en la dinámica po-
blacional y el interés de lograr mayor recaudación fiscal 
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por riqueza en vez de satisfacer las necesidades de quienes 
menos tienen, las consecuencias serán globales.
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Mujeres, cambio climático y el derecho 
a la energía: desigualdades y resistencias
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Introducción

A continuación, se analizan las consecuencias específicas 
a las que se enfrentan las mujeres en virtud del cambio 
climático en rubros como migración, violencia de géne-
ro, salud materno-infantil, matrimonio infantil, acceso al 
territorio, criminalización de defensoras ambientales y el 
acceso al derecho a la energía, reconociendo la existen-
cia del sistema patriarcal en la configuración de estas des-
igualdades. El derecho a la energía, entendido como el 
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acceso universal, equitativo y sostenible a fuentes de ener-
gía seguras y asequibles, es fundamental para mitigar los 
impactos diferenciados del cambio climático en las muje-
res, quienes enfrentan barreras estructurales para acceder 
a este recurso esencial en contextos de crisis climática.

El cambio climático y su impacto diferenciado

El derecho a la energía, definido como el acceso univer-
sal, equitativo y sostenible a fuentes de energía seguras y 
asequibles, es un componente crítico para abordar las des-
igualdades de género exacerbadas por el cambio climático

Las actividades humanas, principalmente la quema de 
combustibles fósiles y la deforestación, son las principa-
les causas de la emisión de gases de efecto invernadero 
que generan el cambio climático, al atrapar el calor en la 
atmósfera y alterar los patrones climáticos, provocando 
calentamiento global. Este fenómeno no solo afecta el 
equilibrio ambiental, sino que también perpetúa la depen-
dencia de sistemas energéticos contaminantes, limitando 
el acceso a fuentes de energía limpias y sostenibles, es-
pecialmente para las mujeres en contextos de pobreza y 
exclusión.

El cambio climático es una realidad que se resiente 
en cada espacio del mundo, independientemente del con-
texto en el que las personas se desarrollen. Las olas de 
calor, temperaturas extremas, incendios forestales, inun-
daciones, huracanes, sequías, extinción de flora y fauna, 
y falta de agua para consumo humano son cada vez más 
visibles. Asimismo, la falta de acceso a energía confiable 
agrava estas crisis, ya que las mujeres, quienes suelen ser 
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responsables de tareas domésticas como la recolección de 
leña o agua, enfrentan mayores riesgos y cargas en en-
tornos donde la infraestructura energética es deficiente o 
inexistente.

Su impacto afecta de manera diferenciada a diversos 
grupos sociales, en particular a las mujeres, quienes viven 
en contextos de desigualdad estructural, pobreza, racismo, 
exclusión territorial y violencia patriarcal. La metodología 
feminista narrativa-crítica permite identificar y analizar 
esas desigualdades, privilegiando sus experiencias, resis-
tencias y estrategias de cuidado, defensa del territorio y 
acceso a recursos esenciales como la energía. La falta de 
acceso al derecho a la energía exacerba las vulnerabilida-
des de las mujeres, limitando su capacidad para adaptarse 
a los impactos climáticos, como el uso de tecnologías lim-
pias para la cocción, iluminación o conservación de ali-
mentos, lo que perpetúa su exposición a riesgos de salud 
y violencia.

Es indiscutible que, aunque todas las personas lo re-
sienten, la forma y el impacto del cambio climático son di-
ferenciados dependiendo del sexo, puesto que la condición 
de las mujeres en prácticamente todos los espacios sigue 
siendo desigual a pesar de representar a más de la mitad de 
la población mundial. Si al sexo se le adhiere la pobreza, la 
pertenencia a grupos o comunidades indígenas, el tener 
una discapacidad, ser adulta mayor u otros factores, la po-
sibilidad de sufrir de mayor manera los estragos aumenta, 
incluyendo la exclusión del acceso a la energía, lo que ge-
nera mayores injusticias y vulneraciones a sus derechos 
humanos.
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Migración y carga desigual

El deterioro ambiental ha generado desplazamientos for-
zados que obligan a las mujeres a dejar sus hogares ante 
la pérdida total de sus bienes o la falta de recursos para la 
producción agrícola y la generación de insumos para la 
alimentación. La falta de acceso a energía confiable en sus 
comunidades de origen, como electricidad para ilumina-
ción, refrigeración o bombeo de agua, agrava la escasez de 
recursos y contribuye a la decisión de migrar. Sin embar-
go, en virtud de que son ellas quienes principalmente se 
encargan del cuidado y protección de niñas, niños, ado-
lescentes, personas adultas mayores o personas con disca-
pacidad, en muchas ocasiones son las últimas en emigrar, 
quedándose como jefas de familia cuando los hombres ya 
se han ido, y enfrentan carencias terribles, que incluyen 
la falta de energía para tareas esenciales como cocinar o 
mantener condiciones higiénicas.

Aun cuando migren en compañía de parejas o varones 
de la comunidad, la carga en el proceso de llegada al des-
tino es desigual, al tener ellas la obligación impuesta de 
preparar los alimentos, cargar a las hijas e hijos o procurar 
a personas enfermas, e incluso ser violentadas sexualmen-
te por integrantes del propio grupo o por personas que 
forman parte de las comunidades, pueblos o ciudades por 
los que transitan.

Durante el tránsito, estancia temporal y llegada al 
destino definitivo de las mujeres que migran solas, con su 
familia o en grupo, se incrementan exponencialmente los 
riesgos. Los espacios de albergue, refugio o ayuda suelen 
carecer de enfoque feminista y de derechos humanos, pues 
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generalmente son lugares poco dignos, con hacinamiento, 
ausencia de privacidad, servicios sanitarios insuficientes o 
en mal estado, iluminación deficiente, falta de cerraduras 
en dormitorios y baños, que no cuentan con servicios mé-
dicos, mucho menos para atención de mujeres embaraza-
das o que quisieran interrumpir un embarazo no deseado 
que incluso pudiera ser producto de una violación sufri-
da en el proceso de migración o en el mismo albergue, y 
en general, carecen de personal suficiente y/o capacitado, 
no hay protocolos específicos para atender la violencia ni 
personal en turnos nocturnos, o simplemente se ofrecen 
el espacio y algunos insumos, pero no se habilita perso-
nal, además de que regularmente no existe la posibilidad 
de mantener a las familias unidas ni existe una separación 
clara entre mujeres y hombres, niños y niñas.

Ante todas esas condiciones adversas, se dan muchas 
manifestaciones de violencia a las que nadie da importan-
cia para una contención y atención de las víctimas, pues la 
percepción social es que las personas migrantes son intru-
sas o están quitando oportunidades a quienes son locales o 
residentes del lugar, lo que hace a las mujeres más suscep-
tibles a violencia sexual, explotación, discriminación por 
embarazo o maternidad. Las niñas son vulnerables al abu-
so, la trata de personas y la interrupción de su educación. 

Las redes criminales mapean rutas migratorias y es-
tablecen puntos de captación en estaciones de transporte, 
refugios temporales o cruces fronterizos. La confusión y 
desesperación de las personas desplazadas facilitan el re-
clutamiento con fines de trata sin levantar sospechas. Es-
tos delitos se consuman fácilmente ante el debilitamiento 
del tejido social que agrava la impunidad y la falta de pro-
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tección institucional, lo que genera un mensaje de permi-
sividad social a la violencia sobre las personas migrantes, 
especialmente sobre las mujeres.

Las narrativas femeninas revelan que la migración no 
siempre es una elección, y menos en contextos de cambio 
climático, sino una obligación impuesta por la pérdida de 
medios de vida que les impone mayores retos.

Aumento de la violencia contra las mujeres

En contextos de desastre o crisis ambiental, la violencia 
física, sexual y psicológica contra las mujeres aumenta. Se 
genera una competencia por recursos básicos como agua y 
alimentos. Las mujeres, tradicionalmente responsables de 
la recolección de agua y alimentos, deben recorrer distan-
cias mayores y más peligrosas, aumentando su exposición 
a ataques. La escasez también intensifica las tensiones fa-
miliares y comunitarias, que frecuentemente se descargan 
con violencia doméstica.

La pérdida de los medios de subsistencia incrementa 
la dependencia de las mujeres a sus parejas o familiares, lo 
que les imposibilita o dificulta huir de relaciones violentas 
o, en su caso, las obliga a desarrollar estrategias de su-
pervivencia riesgosas como la prostitución o matrimonios 
forzados.

Cuando hay un desastre, colapsan los servicios públi-
cos de emergencia y los sistemas de protección. La poli-
cía, los servicios de salud y los refugios para víctimas de 
violencia se ven desbordados o destruidos, dejando a las 
mujeres sin recursos de apoyo cuando más los necesitan, 
además de que, en esos contextos, las normas legales y so-
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ciales que protegen a las mujeres se debilitan, y la impuni-
dad aumenta debido al colapso de sistemas judiciales que 
incluso dejan de funcionar.

Uniones infantiles 

La pérdida de ingresos familiares por las afectaciones del 
cambio climático lleva —en muchas comunidades— a que 
los jefes de familia quieran “aligerar sus cargas económi-
cas” además de hacerse de recursos, por lo que utilizan 
a las niñas y adolescentes como una estrategia de super-
vivencia, vendiéndolas y entregándolas para uniones in-
fantiles con hombres mayores, afectando gravemente la 
dignidad, desarrollo integral, la educación, salud sexual y 
reproductiva y la autonomía de las niñas y adolescentes.

Afectación de derechos sexuales y reproductivos

El acceso a servicios obstétricos en comunidades rurales 
e indígenas normalmente no es adecuado, pertinente, hu-
mano ni suficiente; en zonas afectadas por el cambio cli-
mático o en caso de desastres, la indiferencia se agrava. 
La falta de energía eléctrica en centros de salud rurales 
dificulta la atención de partos, la conservación de medi-
camentos o el funcionamiento de equipos médicos, incre-
mentando el riesgo de muerte neonatal y amenazas a la sa-
lud materno-infantil. En donde no hay servicios médicos 
cercanos, las mujeres llevan procesos de embarazo, parto 
y puerperio en condiciones precarias, lo que incrementa 
las enfermedades por contaminación, desnutrición o falta 
de agua limpia.



DIÁLOGOS EN DH    38

90

Al querer ejercer su autonomía sexual y reproductiva y 
decidir acceder a un método anticonceptivo o interrumpir 
un embarazo no deseado o que es consecuencia de una vio-
lación en un contexto de desastre o migración por cambio 
climático difícilmente se considera una situación impor-
tante, lo que las condena a una maternidad impuesta.

Trata de personas y explotación sexual

El caos social generado por el cambio climático es aprove-
chado por redes criminales para captar a mujeres y niñas 
en situaciones de desplazamiento o pobreza. Las prome-
sas de empleo o ayuda terminan en explotación sexual o 
laboral.

Las redes criminales identifican poblaciones en ex-
trema vulnerabilidad. Así, cuando las familias pierden sus 
medios de subsistencia por sequías, inundaciones o hura-
canes, la desesperación económica las hace más suscep-
tibles a ofertas aparentemente salvadoras. Las mujeres y 
niñas, que frecuentemente enfrentan mayores restriccio-
nes económicas y educativas, se convierten en objetivos 
prioritarios, y dado que en esos contextos se debilitan o 
destruyen completamente las instituciones de protección 
social, se crea un vacío de autoridad, que las organizacio-
nes criminales aprovechan, pues pueden operar con im-
punidad ofreciendo “soluciones” a familias desesperadas, 
generando estrategias de reclutamiento haciéndose pasar 
como organizaciones benéficas, empleadores legítimos o 
incluso agentes gubernamentales.

Se ha identificado que ofrecen transporte gratuito a 
zonas “seguras”, empleos en ciudades, oportunidades edu-
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cativas o apoyo para reunificación familiar, lo que resulta 
particularmente atractivo para familias que han perdido 
todo y que creen estar garantizando la supervivencia de 
sus hijas.

Además, la reconstrucción posdesastre genera nece-
sidad de mano de obra barata en construcción; el despla-
zamiento hacia centros urbanos alimenta la industria del 
sexo, y la pérdida de medios rurales empuja hacia el traba-
jo doméstico en condiciones de servidumbre. A modo de 
ejemplo: “las cifras de tráfico humano se triplicaron tras el 
tifón Haiyan de 2013” (Chán, 2020, párrafo 5º).

Exclusión en el acceso a la tierra y al territorio

El acaparamiento de tierras, los megaproyectos y la priva-
tización de recursos naturales limitan el acceso de las mu-
jeres al territorio. Ellas poseen menos títulos de propiedad 
y tienen menos participación en las decisiones agrarias y 
ambientales, lo que refuerza su dependencia y marginali-
zación.

Criminalización de defensoras del territorio

Cualquier mujer que se oponga a los intereses del Esta-
do o a los de corporaciones por proyectos extractivistas, 
como minas, represas o plantas de energía fósil, en defensa 
de su territorio y el derecho a un medio ambiente sano, es 
catalogada como criminal y enemiga del progreso.

Las mujeres indígenas y campesinas, como guardia-
nas tradicionales de saberes ambientales, representan obs- 
táculos directos a esa apropiación, por lo que se enfrentan 
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a hostigamiento, estigmatización y violencia institucional. 
Sus luchas por la defensa del agua, de la selva, de la fauna 
o del aire limpio son reprimidas bajo las mismas lógicas 
patriarcales y coloniales que niegan su derecho a decidir 
sobre sus cuerpos y, en consecuencia, sobre los territorios 
que habitan. 

Organizaciones como Global Witness documentan que 
las defensoras ambientales enfrentan tasas de feminicidio 
superiores a las del promedio. Front Line Defenders reporta 
que muchas de ellas sufren violencia sexual como repre-
salia por su activismo. The Guardian cita datos de Global 
Witness y señala que del 85 % de los asesinatos en Amé-
rica Latina, la mitad era de pueblos indígenas (Greenfield, 
2024).

Conclusión

El cambio climático actúa como un multiplicador de 
desigualdades contra las mujeres. Existe evidencia de los 
efectos diferenciados sobre las mujeres no solo como víc-
timas, sino como sujetas políticas que resisten, denuncian 
y construyen alternativas. Escuchar sus voces es impres-
cindible para construir una justicia climática con enfoque 
feminista, interseccional y territorializado.
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El acceso a la energía eléctrica como derecho hu-
mano en el derecho internacional

En los últimos años, desde diversos ámbitos, han sur-
gido varias propuestas para garantizar a todas las perso-
nas el acceso universal a la energía y, en particular, a la 
energía eléctrica. Su carácter esencial para la realización 
de todas las actividades cotidianas de las personas lo sitúa 
como un elemento necesario para el ejercicio de los de-
rechos humanos y para el desarrollo económico y social 
de cualquier nación. Su utilización es tan necesaria que 
va desde la iluminación de hogares, escuelas, hospitales y 
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Quintana Roo.
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calles, hasta la conservación y preparación de alimentos, la 
salud, la educación, el trabajo, el acceso a la información, 
la libertad de expresión y comunicación a través de smart- 
phones, computadoras e incluso el uso del Internet y la in-
teligencia artificial o la movilidad de las personas. Por ello, 
el acceso a la energía eléctrica tiene un impacto directo 
sobre los derechos humanos, pues potencia su ejercicio; 
por el contrario, la falta de este limita su goce impidiendo 
a las personas alcanzar una vida digna, situándolas en la 
condición de pobreza energética.

En el ámbito internacional, existen diversos instru-
mentos que reconocen el acceso a la energía eléctrica 
como elemento esencial de los derechos humanos, tales 
como la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
(art. 25); el Pacto Internacional de los Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales (art. 11.1); la Declaración so-
bre la utilización del progreso científico y tecnológico en 
interés de la paz y en beneficio de la humanidad (nume-
rales 3, 8 y 9); la Convención para la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer (arts. 14,2, 
inciso h) (CEDAW);1 el Protocolo Adicional a la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 11.1); 
las observaciones 4 y 14 del Comité de los Derechos Eco-

1	 El artículo 14.2, inciso h), de la CEDAW reconoce expresamente que 
“los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para elimi-
nar la discriminación contra la mujer en las zonas rurales a fin de asegu-
rar en condiciones de igualdad entre hombres y mujeres, su participa-
ción en el desarrollo rural y sus beneficios, y en particular se asegurarán 
el derecho a:”[…] “h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, particu-
larmente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electri-
cidad y el abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones”.
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nómicos, Sociales y Culturales; el Informe del 9° periodo 
de sesiones de la Comisión de Desarrollo Sostenible de las 
Naciones Unidas (numerales 12 y 16); la Declaración de 
Río +20 (numeral 125); y el objetivo 7 de los Objetivos del 
Desarrollo Sostenible, entre otros. Sin embargo, es la CE-
DAW el único instrumento que reconoce expresamente el 
acceso de las mujeres a la energía eléctrica como un dere-
cho humano de tipo instrumental que guarda relación con 
todos los derechos y ubica la dignidad de las personas en 
el centro del debate del sector energético y el conjunto de 
actividades de la industria eléctrica, como la generación, 
distribución, transmisión y comercialización del servicio 
público o privado de energía eléctrica. 

Así, el debate actual de la industria eléctrica como sec-
tor estratégico para la seguridad nacional y el desarrollo 
económico y social se debe abordar desde una perspectiva 
de derechos humanos, donde se coloquen en el centro la 
dignidad de las personas y las prerrogativas fundamenta-
les. Esto significa que el debate energético no tiene que 
tratarse exclusivamente desde una perspectiva científica, 
ideológica, geopolítica o económica, sin tomar en cuen-
ta los impactos positivos o negativos que tiene sobre las 
personas y sus derechos humanos. De esta forma, la discu-
sión acerca del diseño de las políticas públicas en el sector 
eléctrico ya sea sobre la liberalización de la industria eléc-
trica o de control del Estado, así como la utilización de las 
fuentes de generación de energía limpias o no renovables, 
debe estar orientada a garantizar la dignidad humana a 
través del reconocimiento del acceso universal a la energía 
eléctrica sin discriminación, de manera asequible, segura, 
moderna, continua y sostenible.



DIÁLOGOS EN DH    38

98

La tutela constitucional, legal y convencional del 
derecho de acceso a la energía eléctrica en México

A pesar de la importancia que en la actualidad tiene el 
acceso a la energía eléctrica para el ejercicio de los de-
rechos humanos, en México como en la mayoría de los 
países todavía no se le reconoce expresamente como de-
recho humano en su texto constitucional. Bajo una visión 
estrictamente económica, se ha considerado a la energía 
eléctrica como una mera mercancía sujeta a las leyes del 
libre mercado o como un servicio público o privado que 
les permite a las personas usuarias acceder a ella a través 
del pago económico respectivo. Sin embargo, esta visión 
economicista ha dejado a millones de personas en todo el 
mundo en una condición de pobreza energética, ya que en 
muchos casos no se cuenta con la infraestructura eléctrica 
necesaria para satisfacer la cobertura en las comunidades 
más alejadas o en aquellos casos en los que existiendo una 
cobertura casi total, resulta imposible a las personas acce-
der a ella por lo inasequible de las tarifas tan elevadas del 
servicio eléctrico, lo que impacta gravemente en sus dere-
chos humanos y en su calidad de vida, ya que se ven en la 
disyuntiva de preferir pagar el servicio de energía eléctrica 
para evitar el corte del suministro eléctrico, en detrimento 
de satisfacer sus necesidades más básicas como alimentos, 
medicinas o la educación de hijas e hijos. El fenómeno 
de la pobreza energética no solo afecta a las personas en 
lo individual, sino también impacta de manera negativa 
en el desarrollo social y económico de las comunidades, 
principalmente de los grupos más vulnerables en cual-
quier país. Esta visión exclusivamente economicista y de 
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seguridad nacional ha comenzado a modificarse en Méxi-
co y en otros países, en la misma proporción en la que las 
personas dependen del acceso a la energía eléctrica para 
satisfacer sus necesidades más elementales y el goce pleno 
de sus derechos humanos. Por ello, actualmente resulta 
indispensable colocar en el centro del debate energético 
a la dignidad de las personas y los derechos humanos, con 
el fin de garantizar a todas las personas alcanzar mejores 
niveles de vida, a través del acceso universal a la energía 
eléctrica, de manera asequible, segura, continua, moder-
na y sustentable a través de una transición energética que 
ayude a mitigar los efectos del cambio climático.2

En la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos (CPEUM), el sector energético se encuentra re-
conocido en los artículos 25, 27 y 28. Aunque en el artículo 
27 CPEUM se reconoce que la Comisión Federal de Elec-
tricidad (CFE), como empresa pública del Estado con pre-
valencia en el sector eléctrico, tiene por objeto garantizar 
la accesibilidad del servicio público de electricidad, no se 
contempla un reconocimiento expreso del derecho huma-
no de acceso a la energía eléctrica en el texto constitucio-
nal. Sin embargo, a través de la Ley del Sector Eléctrico 

2	  Las constituciones de Bolivia y Nicaragua lo reconocen como dere-
cho humano. A nivel legislativo en Francia y en Honduras se reconoce 
como derecho humano. En la Unión Europea se han dictado diversas 
directivas entre las que destaca el artículo 27 de la Directiva 2019/944, 
estableciendo que: “1. Los Estados miembros deberán garantizar que 
todos los clientes domésticos y, cuando los Estados miembros lo con-
sideren adecuado, las pequeñas empresas, disfruten en su territorio del 
derecho a un servicio universal, es decir, del derecho al suministro de 
electricidad de una calidad determinada, y a unos precios competitivos, 
fácil y claramente comparables, transparentes y no discriminatorios”.
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(LSE), donde se reconoce el derecho de acceso a la energía 
eléctrica en el artículo 129 LSE, estableciendo la obliga-
ción del Estado a través del Gobierno federal de promo-
ver el acceso energético, priorizando la electrificación de 
comunidades rurales y zonas urbanas marginadas, para lo 
cual la Secretaría de Energía (SE) puede coordinarse con 
las entidades federativas y los municipios. Asimismo, el 
artículo 3 de la LSE, reconoce diversos principios como el 
de Accesibilidad, que garantiza que no existan obstáculos, 
limitaciones o dificultades que impidan el acceso equita-
tivo, continuo y oportuno del suministro eléctrico, asegu-
rando su disponibilidad para todas las personas usuarias 
en condiciones justas y no discriminatorias. Igualmente, 
incorpora el principio de Justicia Energética, consistente 
en aquellas acciones o estrategias encaminadas a reducir la 
pobreza energética, las desigualdades sociales y de género 
en el uso de la energía e impulsar el desarrollo regional y 
la prosperidad compartida mediante el acceso a energía 
e infraestructura energéticas confiables, asequibles, segu-
ras y limpias para la atención de necesidades básicas, la 
reducción de impactos en la salud y el medio ambiente. 
Incluye también la ampliación de espacios de participa-
ción inclusiva, principalmente de los pueblos originarios, 
en las cadenas productivas locales de los proyectos ener-
géticos. Asimismo, otro concepto novedoso que incorpora 
la LSE es el de pobreza energética, definiéndola como aquella 
situación que ocurre cuando en una vivienda no se alcan-
za a satisfacer una o más necesidades energéticas básicas, 
como el calentamiento de agua, cocción y conservación de 
alimentos e iluminación, debido a sus condiciones de in-
gresos y carencias sociales. El artículo 129 LSE señala que, 
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con el fin de financiar las acciones de la justicia energética 
y abatir la pobreza energética, la LSE debe crear un Fondo 
de Servicio Universal Eléctrico, priorizando la electrifi-
cación en las comunidades rurales, zonas urbanas margi-
nadas y el suministro eléctrico a personas y comunidades 
en condiciones de vulnerabilidad. A su vez el artículo 132 
LSE obliga a la SE a establecer políticas y estrategias para 
suministrar electricidad a las comunidades rurales y zonas 
urbanas marginadas al menor costo para el país, promo-
viendo el uso de energías limpias. Un requisito importan-
te que incorporan los artículos 135 y 136 de la LSE, para 
el caso de la creación de proyectos de infraestructura de 
los sectores público y privado en el ámbito eléctrico, es 
que deben atender a los principios de sostenibilidad, el 
respeto a los derechos humanos y los recursos naturales 
de los pueblos y las comunidades indígenas, afromexica-
nas y todas aquellas asentadas en las regiones donde se 
pretendan desarrollar. Asimismo, la SE debe llevar a cabo 
los procedimientos de consulta previa, libre e informada, 
con el fin de tomar en cuenta los intereses y derechos de 
los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas 
donde dichos proyectos se pretendan ejecutar, además de 
exigirles a la CFE o particulares interesados en desarrollar 
proyectos de infraestructura que elaboren y presenten a 
la SE una manifestación de impacto social del sector ener-
gético (MISSE), la cual deberá contemplar un enfoque par-
ticipativo, con perspectiva de género y con respeto a los 
derechos humanos.

Si a lo anterior se suma que diversos instrumentos in-
ternacionales reconocen el derecho humano de acceso a 
la energía eléctrica tal y como ocurre en el artículo 14.2, 
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inciso h, de la CEDAW, se puede afirmar desde una inter-
pretación integral que el acceso a la energía eléctrica es 
un derecho humano de tipo convencional perfectamente 
exigible en México. A pesar de la ausencia de un reco-
nocimiento expreso como prerrogativa fundamental en la 
CPEUM, esto no impide que el derecho humano de acceso 
a la energía eléctrica cuente con una tutela constitucional, 
convencional y legal cuya interpretación debe ajustarse a 
lo establecido en los artículos 1° y 133 de la CPEUM, lo que 
obliga a todas las personas juezas del país a protegerlo.

El acceso a la energía eléctrica y su relación con 
los derechos humanos

El acceso a la energía eléctrica, como derecho instrumen-
tal, se encuentra interrelacionado con otros derechos hu-
manos, como la vida, la salud, la alimentación, la vivienda 
digna, la educación, la libertad de expresión y comunica-
ción, el acceso a Internet, el acceso a la justicia, la movili-
dad o al medioambiente, entre otros.

En la actualidad la dignidad de las personas se ve ame-
nazada por actos u omisiones del Estado o de particulares 
que limitan u obstaculizan el acceso a elementos esenciales 
como el agua potable o la energía eléctrica, que impiden 
alcanzar una vida en condiciones de dignidad. El derecho 
a la vida se ve amenazado en aquellos casos en los que el 
Estado limita o priva de una serie de elementos necesa-
rios para preservarla como, por ejemplo, cuando la vida 
de una persona depende de un aparato que requiere de la 
electricidad (personas electrodependientes) y el Estado le 
corta el suministro por falta de pago del servicio eléctrico 
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(respiradores, marcapasos, incubadoras, etcétera). La Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha 
señalado en reiteradas sentencias que el derecho a la vida 
es un presupuesto esencial para el ejercicio de los demás 
derechos, por lo que el cumplimiento de esta prerrogati-
va comprende la obligación de adoptar todas las medidas 
apropiadas para proteger y preservar el derecho a la vida, 
conforme al deber de lograr el pleno y libre ejercicio de 
los derechos de todas las personas bajo su jurisdicción.3 

Por otro lado, los derechos a la salud, a la alimentación 
adecuada o a una vivienda digna se ven afectados por la falta 
de acceso a la energía eléctrica en casos en los que no se 
pueden preservar alimentos o medicamentos e incluso en 
aquellos donde se impide contar con una adecuada clima-
tización e iluminación de la vivienda, afectando la salud y 
el disfrute de la vivienda en condiciones de dignidad en 
zonas con climas extremos, tanto de frío o de calor. En el 
caso del derecho a la educación, se ve amenazado no solo por 
la falta de acceso a una adecuada iluminación eléctrica y 
climatización en las escuelas y hogares, sino por la impo-
sibilidad de conectar aparatos como computadoras, que 
impide incluso el acceso a Internet para acceder al conoci-
miento, aumentando las brechas de desigualdad entre los 
sectores más vulnerables de la sociedad.

Por su parte, el medio ambiente se ve afectado cuan-
do se genera electricidad a través de fuentes de energía 
no renovable altamente contaminantes que generan gases 
de efecto invernadero, lo que incrementa los efectos del 

3	  Corte IDH. Caso de los Buzos Miskitos (LemothMorris y otros) vs. Hondu-
ras, sentencia de 31 de agosto de 2021, Serie C, núm. 432, párrafo 54. 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_432_esp.pdf
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cambio climático, o incluso por la utilización de fuentes 
de energía consideradas renovables (eólica, solar, etcétera) 
sin un control adecuado, que impacta negativamente so-
bre la flora y fauna de las zonas donde se instalan.

En este sentido, la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos (CNDH) ha emitido diversas recomendaciones 
relacionadas con el acceso a la energía eléctrica y su im-
pacto en los derechos humanos, entre la que destaca la 
Recomendación 51/2012, del 12 de septiembre de 2012, en 
la que señaló:

[...]el servicio público de energía eléctrica, para prestarse 
de manera adecuada debe regirse bajo los siguientes prin-
cipios: 1) Principio de respeto a la dignidad humana, esto es, el 
otorgamiento del servicio deberá garantizar al ciudadano 
un nivel mínimo de derechos exigibles a fin de desarrollar 
una vida digna[...]; 2) Principio de eficiencia en la prestación, lo 
que implica que el servicio debe otorgarse de manera efi-
ciente para dar respuesta a las necesidades sociales; 3) Prin-
cipio de regularidad en la prestación del servicio público, esto es, 
que se preste el servicio de manera ininterrumpida y que su 
otorgamiento no se condicione o suspenda, bajo ninguna 
situación, si ésta situación limita, vulnera, o potencialmente 
pone en riesgo un derecho humano.4

Igualmente, los tribunales colegiados de circuito del 
Poder Judicial federal se han pronunciado sobre que el 
acceso a la energía eléctrica debe reconocerse como dere-

4	  CNDH. Recomendación 51/2012, del 12 de septiembre de 2012. https://
www.cfe.mx/transparencia_etica/transparencia/pages/recomendacio-
nes-emitidas-cndh.aspx
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cho humano por ser un presupuesto indispensable para el 
goce de múltiples derechos fundamentales, al señalar que 
la CPEUM reconoce derechos humanos económicos, socia-
les y culturales como alimentación nutritiva, suficiente y 
de calidad; educación de calidad; acceso a los servicios de 
protección de la salud; un medio ambiente adecuado para 
el desarrollo y bienestar de las personas; vivienda digna y 
decorosa; acceso a la cultura; acceso a la información y a 
sus tecnologías, así como a los servicios de radiodifusión 
y telecomunicaciones, incluida la Internet. El ejercicio de 
estos derechos depende cada vez y en mayor medida del 
suministro de energía eléctrica. En efecto, en el estado 
actual del desarrollo científico y tecnológico, los satisfac-
tores materiales e inmateriales (tangibles e intangibles) se 
encuentran estrechamente ligados a la energía eléctrica, la 
cual es usada en prácticamente todos los ámbitos de la ac-
tividad humana para generar energía lumínica, mecánica y 
térmica, así como para el procesamiento de la información 
y la realización de las telecomunicaciones. Por esta razón, 
el acceso a la energía eléctrica debe reconocerse como un 
derecho humano por ser un presupuesto indispensable, al 
constituir una condición necesaria para el goce de múlti-
ples derechos fundamentales.5

Obligaciones a cargo del Estado en el derecho de 
acceso a la energía eléctrica

Considerar el acceso a la energía eléctrica como un dere-
cho humano requiere, necesariamente, establecer aquellos 

5	  Tesis: I.3o.C. 100 K (10a.), Semanario Judicial de la Federación, Libro 61, 
diciembre de 2018, t. II, p. 959.
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elementos para su configuración normativa, tales como su 
justificación, las personas sujetas titulares de dicha prerro-
gativa, el objeto de esta, las características propias de la 
misma, su relación con otros derechos humanos, las obli-
gaciones a cargo del Estado, así como su justiciabilidad. 
Entre las obligaciones positivas que este derecho impone 
al Estado, se encuentra aquella que, en su función pres-
tacional, debe garantizar el acceso universal a la energía 
eléctrica a todas las personas, sin discriminación, en con-
diciones de igualdad y equidad, a través de la adopción de 
una serie de políticas púbicas que orienten al máximo de 
recursos económicos existentes el desarrollo de la indus-
tria eléctrica y la construcción de infraestructura eléctrica 
suficiente, moderna y sustentable. Además, el Estado debe 
añadirles a las medidas normativas que se encuentran en 
la LSE, otras que permiten instaurar mecanismos sociales 
para hacer asequible la energía eléctrica a través de subsi-
dios, así como la creación de figuras como tarifas sociales, 
bonos sociales eléctricos, o el establecimiento de un sumi-
nistro mínimo vital eléctrico en la legislación a favor de 
las personas más vulnerables, como ya ocurre en España 
o Francia. Igualmente, el Estado debe adoptar medidas 
para mejorar la eficiencia energética de los edificios y las 
viviendas, así como de los equipos eléctricos de los ho-
gares. En cuanto a las obligaciones negativas, el Estado 
debe establecer la prohibición del corte del suministro de 
energía eléctrica por falta de pago de las facturas, prin-
cipalmente en los hogares de los sectores de la sociedad 
más vulnerables (personas en condiciones de pobreza o 
marginación), en hospitales y escuelas públicas, princi-
palmente en épocas de invierno y de calor extremo o en 
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situaciones extraordinarias provocadas por catástrofes, fe-
nómenos naturales o pandemias, entre otras. Asimismo, se 
debe evitar por parte de la CFE, la realización de prácticas 
abusivas y prohibir la generación de la energía eléctrica 
exclusivamente a través de fuentes de energías fósiles o de 
aquellas que pongan en riesgo el medio ambiente, la vida y 
salud de las personas o de la vida en general, optando por 
la utilización de energías limpias. 

Conclusión 

El acceso a la energía eléctrica es un elemento esencial 
para el goce de múltiples derechos humanos, por ser un 
elemento indispensable para satisfacer las necesidades más 
básicas de las personas. En la constitución mexicana, el 
sector energético se encuentra reconocido en los artícu-
los 25, 27 y 28 de la CPEUM. Sin embargo, no existe un 
reconocimiento expreso del derecho humano de acceso a 
la energía eléctrica. La Ley del Sector Eléctrico recono-
ce esta prerrogativa y establece la obligación del Estado 
para garantizarlo con una visión de respeto a los derechos 
humanos, principalmente a favor de quienes son más vul-
nerables. Además, a partir de los tratados internacionales 
de los que México es parte (artículo 14, 2, inciso h, de la 
CEDAW), se puede afirmar, mediante una interpretación in-
tegral, que se trata de un derecho humano, perfectamente 
exigible. Las demandas sociales en el siglo XXI exigen la 
necesidad de reconocer expresamente en la Constitución 
el derecho de todas las personas sin discriminación alguna 
al acceso a la energía eléctrica, de manera asequible, fiable, 
segura, continua, moderna, suficiente y sostenible, con el 
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fin de garantizarles alcanzar una vida digna, a través del 
ejercicio pleno de sus derechos humanos y del combate a 
la pobreza energética.



  109 

El poder constituyente ante sus propios 
límites: Emilio Rabasa y la crítica 
al artículo 27

Julio Eduardo Sancliment Martínez*

Introducción: la paradoja constitucional del 
artículo 27

Desde su promulgación en 1917, el artículo 27 de la 
Constitución mexicana ha sido una piedra angular del 
constitucionalismo social, particularmente en lo relativo 
a la regulación de la propiedad, los recursos naturales y 
la función social del Estado. Ha servido de base jurídica 
para las políticas de reforma agraria, nacionalización del 
petróleo y, más recientemente, de soberanía energética. 
No obstante, en su formulación original, el artículo en-
cierra una profunda tensión entre la legitimidad del poder 
constituyente y la licitud de sus contenidos normativos, 

*	 Tecnológico de Monterrey.
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cuando estos vulneran los derechos fundamentales bajo la 
excusa del interés público.

Este ensayo se propone abordar esa tensión a partir 
de una lectura crítica del artículo 27 desde el pensamien-
to de Emilio Rabasa. Lejos de ser un anacronismo, la crí-
tica rabasiana nos confronta con una pregunta decisiva 
para cualquier democracia constitucional: ¿tiene el poder 
constituyente límites pragmáticos, funcionales u operati-
vos? ¿O puede, en nombre de la voluntad popular, vaciar 
de operatividad los derechos —garantías individuales, en 
términos de Rabasa— que pretende garantizar?

Rabasa responde con firmeza: la constitución, llamada 
a ser manifestación jurídica de la cultura constitucional de 
un pueblo, debe estar limitada y aleccionada por la histo-
ria, la experiencia comparada y la exigencia de garantías y 
mecanismos efectivos. Sin estos elementos, el texto cons-
titucional puede convertirse —paradójicamente— en una 
fuente de opresión, pues en no pocos casos termina por 
prever incentivos perversos, trampas y demás artilugios 
que, voluntaria o involuntariamente, le juegan en contra. 
Es, en ese sentido, que el autor denuncia la “tiranía cons-
titucional” del artículo 27 no por su contenido social, sino 
por su estructura legalista, su ambigüedad normativa y su 
desprecio por el principio de garantía.

Emilio Rabasa: jurista histórico-evolutivo y crítico 
del legicentrismo

Emilio Rabasa pertenece a una generación de juristas 
mexicanos marcados por el influjo del liberalismo polí-
tico, el positivismo, la historia y la crítica a la simulación 
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disfrazada de constitucionalidad, así se trate de la legali-
dad misma. Formado en un contexto de transición entre el 
liberalismo clásico mexicano del siglo xix, el positivismo 
de Gabino Barreda o Justo Sierra, el constitucionalismo 
histórico, el comparatismo y los experimentos político-so-
ciales del siglo xx, su pensamiento combina una defensa 
decidida y pragmática de las garantías individuales con 
una crítica aguda a las formas de estatalismo jurídico, 
que sacrifican al individuo en nombre de lo que entendió 
como fines colectivos mal definidos.

En su conocida obra La Constitución y la dictadura, Ra-
basa se distancia tanto del despotismo personal como del 
despotismo constitucional. Realmente entendió que las 
dictaduras de Juárez, Lerdo y Díaz fueron producto de 
la inoperancia de la Constitución de 1857. En este tenor, 
supo advertir que a la ley no le basta con ser estéticamen-
te impecable, sino que debe ser un texto funcional que 
haga posible la gobernabilidad. Cuando la Constitución 
no logra ese propósito fundamental, la necesidad socioló-
gica de evitar el caos puede llevar a los pueblos a brindar 
apoyo a la dictadura como una salida pragmática. De ahí 
que su crítica no se dirija solo al Poder Ejecutivo, sino a la 
persona legisladora y su omnipotencia, al juicio de amparo 
noble pero mal diseñado y al poder constituyente mismo 
cuando actúan sin respeto por las garantías fundamentales 
de la propia realización constitucional.

Su método no es dogmático, sino histórico. Inspirado 
en un enfoque evolutivo y funcional de la sociedad, Ra-
basa considera que la constitución debe reflejar el estado 
cultural y jurídico de un pueblo, formalizar sus avances y 
generar condiciones para su desarrollo. En esa lógica, el 
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poder constituyente no es soberano en sentido absoluto: 
debe respetar ciertos límites funcionales derivados de la 
historia y de la exigencia de garantías. Lo contrario con-
duce a lo que el autor denomina una “Constitución me-
tafísica”, desligada de la realidad y sin fuerza protectora.

El “estudio fantasma” y la crítica estructural al 
artículo 27

La crítica más profunda de Rabasa al artículo 27 no se 
encuentra en sus obras más conocidas, sino en el llama-
do “estudio fantasma”, un análisis no publicado en vida, 
pero de enorme potencia teórica. En él, el jurista analiza el 
derecho de propiedad a la luz del texto constitucional de 
1917 y denuncia la configuración legicéntrica del mismo: 
el constituyente no solo establece los principios generales 
del derecho de propiedad, sino que habilita a quien legisla 
para determinar, sin mayor restricción, las modalidades, 
los límites, las expropiaciones y formas de uso de este, in-
cluso con efectos retroactivos.

Rabasa considera que esa estructura normativa vacía 
de contenido el derecho de propiedad, pues, al estar su-
jeto a la ley constitucional y no contar con una garantía 
efectiva frente a posibles abusos (como el juicio de ampa-
ro), deja de ser un derecho fundamental para convertirse 
en una concesión revocable del poder público. El núcleo 
esencial del derecho queda disuelto por una fórmula cons-
titucional que lo entrega a la persona legisladora sin lími-
tes. En ese sentido, se percibe en Rabasa que la propiedad 
se halla sometida a la legislación —eso sí, constitucional, 
lo cual empeora el escenario— y pierde su condición de 
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derecho fundamental al quedar expuesta a las decisiones 
del Poder constituyente, pues no hay posibilidad efectiva 
de defensa ante los tribunales federales frente a las arbi-
trariedades del texto supremo.

Así las cosas, a partir del análisis detallado de Raba-
sa pueden identificarse al menos siete disposiciones del 
artículo 27 que ilustran su crítica al estatalismo legicén-
trico de la propiedad en México:

1.	 La Constitución habilita de forma permanente a quien 
legisla para imponer cualquier modalidad a la propie-
dad, utiliza la vaga noción de “interés público”, lo cual 
mina la certeza y seguridad jurídica del derecho.

2.	 Se permite que la ley defina libremente las causas de 
utilidad pública, sin control judicial efectivo, lo que 
vacía de contenido la garantía del derecho de propie-
dad.

3.	 El texto constitucional autoriza la anulación retroac-
tiva de sentencias, contratos y concesiones previas a 
1917, pasando por alto el principio de buena fe y so-
cavando la seguridad jurídica.

4.	 El Ejecutivo obtiene la facultad de declarar nulos ac-
tos jurídicos celebrados desde 1876, incluso si eran vá-
lidos conforme al derecho vigente en su momento, lo 
cual vulnera gravemente el debido proceso.

5.	 Se impone la venta obligatoria del excedente agra-
rio, bajo la apariencia de una compraventa voluntaria, 
cuando en realidad se trata de una expropiación en-
cubierta.

6.	 La Constitución restringe derechos por motivo de na-
cionalidad, siguiendo la doctrina Calvo, lo que limita 



DIÁLOGOS EN DH    38

114

de manera injustificada la capacidad jurídica de los ex-
tranjeros.

7.	 Se prohíbe a las personas extranjeras adquirir propie-
dades en extensas zonas del país —fronteras y cos-
tas— con argumentos que resultan hoy obsoletos o 
poco razonables desde una perspectiva constitucional 
moderna.

En todos esos casos Rabasa denuncia que el consti-
tuyente ha ido más allá de lo que es jurídicamente legíti-
mo: ha desfigurado la noción de derecho fundamental, ha 
impedido el control constitucional y ha institucionalizado 
una forma de tiranía legal disfrazada de justicia social.

Una de las consecuencias más graves del diseño del 
artículo 27 es, según Rabasa, la ineficacia del juicio de am-
paro para proteger el derecho de propiedad. Al derivarse 
las afectaciones directamente de la Constitución, el am-
paro se vuelve improcedente, incluso frente a actos clara-
mente atentatorios contra la libertad, la seguridad jurídica 
o el debido proceso. Esto, para Rabasa, no es una omisión 
técnica, sino una regresión histórica: la Constitución se 
convierte en un muro contra el cual rebotan los derechos, 
en vez de ser su escudo protector.

Rabasa plantea, en consecuencia, una defensa del jui-
cio de amparo no como mecanismo subsidiario, sino como 
expresión viva del control constitucional. En su obra El 
juicio constitucional insiste en la necesidad de fortalecer esta 
institución para impedir que la Constitución se vuelva ins-
trumento de opresión jurídica. Frente al fetichismo nor-
mativo, propone un constitucionalismo de garantías efec-
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tivas y pragmáticas, capaz de resistir tanto al despotismo 
personal como al legalismo sin alma.

Constitucionalismo energético y derechos 
humanos emergentes

Si bien el análisis de Rabasa se centra en el derecho de 
propiedad, sus categorías permiten repensar de manera 
crítica el constitucionalismo energético contemporáneo. 
El artículo 27 es, hasta hoy, la base jurídica del mode-
lo energético mexicano. Pero los desafíos del siglo xxi 
—transición energética, justicia ambiental, acceso equita-
tivo— exigen una nueva arquitectura normativa donde el 
derecho a la energía sea reconocido como derecho huma-
no con garantías efectivas.

En ese contexto, la crítica rabasiana cobra renovada 
fuerza: no basta con declarar un derecho, es necesario 
protegerlo mediante mecanismos jurídicos sólidos. De lo 
contrario, el derecho a la energía corre el riesgo de repetir 
la historia del derecho de propiedad, proclamado como 
fundamental, pero se erosiona por habilitaciones cons-
titucionales vagas y ausencia de control. La experiencia 
histórica invita a desconfiar de los textos constitucionales 
que ofrecen demasiado poder a quien legisla y muy pocas 
defensas a la ciudadanía.

Conclusión: cultura constitucional y la ética del 
límite

El pensamiento de Emilio Rabasa representa una de las 
voces más lúcidas y actuales de la tradición constitucional 
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mexicana. Su crítica al artículo 27 no es una apología del 
liberalismo decimonónico ni una defensa dogmática de la 
propiedad privada, sino una advertencia estructural sobre 
los peligros del legicentrismo, del constitucionalismo me-
tafísico y del debilitamiento de las garantías.

En tiempos donde los poderes públicos se amparan en 
la Constitución para imponer restricciones, intervenir en la 
vida privada o redefinir derechos sin contrapesos, la pre-
gunta que nos formula Rabasa sigue vigente: ¿quién prote-
ge al individuo cuando la amenaza no es una dictadura de 
facto, sino una constitución tiránica?

Frente a esa inquietud, su respuesta es clara: la cultura 
constitucional debe ser una pedagogía del límite. 
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